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EDITORIAL
En el primer número de nuestra revista del 2022 estrenamos portada 
gracias a la generosidad de nuestro compañero José Enrique Medina, 
magistrado y artista que nos ha cedido la imagen de una de sus obras. 
Desde aquí le mostramos nuestro cariñoso agradecimiento.

Al cierre de enero conocíamos la noticia sobre actualización de las pen-
siones para el año 2022, consecuencia de la entrada en vigor de la nueva 
ley (21/2021) de garantía del poder adquisitivo de las pensiones. Dicha 
Ley se publicó en el mismo BOE que contenía el texto del Real Decreto 
Ley 32/2021 pendiente de convalidación, y de cuyas negociaciones para 
alcanzar votos suficientes para lograrlo se hacen eco diariamente los 
informativos. Ya en el anterior editorial hacíamos una valoración positiva 
de aquella norma, como hito necesario dentro de los avances legislativos 
que deben seguir realizándose y que esperemos que se materialicen en 
los dos próximos años. 

Como artículos de este mes, motivado por el triunfo de la izquierda en 
Chile con el que concluíamos el año 2021 y el recuerdo del brutal golpe 
de Estado de Pinochet, compartimos la brillante recensión que hace 
nuestra compañera Amaya Olivas sobre la película Missing, en la que se 
cuenta la historia real de la desaparición de un joven periodista estadou-
nidense durante aquél golpe de Estado.

Incluimos, a continuación, las reflexiones de nuestra compañera Adora-
ción Jiménez sobre la prestación de viudedad en el contexto de la vio-
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2 lencia de género: ¿Deja la víctima de violencia de género de serlo por 
reconciliarse con su victimario? ¿Cómo ha de ser la reconciliación que 
da derecho al maltratador a convertirse en beneficiario de la prestación 
de viudedad?, ofreciéndonos sus conclusiones a través de lo resuelto 
por la doctrina judicial y desde una perspectiva de género.

En último lugar os presentamos la primera parte del estudio realizado 
por nuestro colaborador Francisco Alemán, Catedrático de Derecho del 
Trabajo de la ULPGC (Las Palmas), titulado “El trabajo a distancia en la 
postpandemia”. Dicho estudio, del que publicaremos la segunda parte 
en el próximo número, se enmarca en las líneas del Grupo de Investiga-
ción: “Desconexión digital en el trabajo” (DesC-Labor; GIUV2020-473) y 
constituye un adelanto de la obra colectiva aun no editada que compen-
dia las intervenciones expuestas en el Seminario Internacional celebrado 
el pasado mes de octubre sobre “Cuestiones actuales del Derecho de 
Trabajo y Seguridad Social.

En la sección de jurisprudencia destaca la reciente Sentencia del Tri-
bunal Constitucional que otorga amparo al recurrente al considerar que 
se vulneró su derecho a la no discriminación por razón de discapacidad 
con la denegación, pese a no haber alcanzado la edad ordinaria de ju-
bilación, al acceso a la prestación por incapacidad desde la situación de 
jubilación anticipada voluntaria.

Destacamos, así mismo, la STS 61/2022, relativa a la nulidad de la extin-
ción del contrato de una empleada de hogar embarazada en el momento 
de la extinción, sin que la empleadora conociera tal situación.

Sobre tiempo de trabajo hemos conocido la STJUE de 13.01.2020, que 
sin duda dará lugar a un incremento de litigiosidad para los ya sobrecar-
gados juzgados de lo social.
Y sobre sentencias de interés dictadas en estos juzgados compartimos 
la del Juzgado de lo Social nº 15 de Madrid, sobre Ingreso Mínimo Vital 
y perspectiva de la infancia.

Para finalizar, el Rincón de la contraCultura nos trae este mes pelícu-
las imprescindibles como La Ola, y verdaderas joyas musicales de Ray 
Charles, Elton John y Brad Mehldau. Disfrutad con ellas.
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ARTÍCULOS

A pocas semanas del triunfo en Chile de la izquierda, las personas que hemos su-
frido en nuestras familias experiencias de torturas, detenciones ilegales, cárcel, o 
exilio, nos seguimos sintiendo impactadas por el regreso de la alegría a las calles 
de Santiago. 

Pero, como no puede ser de otra manera, golpea en nuestro corazón el brutal gol-
pe de Estado de Pinochet.  

Hoy me gustaría hablar de Missing, la película de Costa Gavras, de 1982. Se basa 
en el libro de Thomas Hauser: La ejecución de Charles Horman. 

La obra cuenta la historia real de la desaparición de un joven periodista estadou-
nidense durante el golpe de Estado de 11 de septiembre de 1973. Las fuerzas 
armadas se sublevaron contra el gobierno legítimo de Salvador Allende en Chile. 
La película levantó una gran polémica en Estados Unidos, puesto que pone de 
manifiesto la actuación de los agentes del gobierno estadounidense y la responsa-
bilidad de la CIA en ese golpe de Estado.

La extrema derecha de Estados Unidos exigió que ese comunista europeo no 
trabajara en el país. La película estuvo prohibida en Chile durante la dictadura. 
También el libro se retiró tras una demanda en contra de su director y compañía 
propietaria de Universal. 

La interpusieron el exembajador de Estados Unidos en Chile Nathaniel Davis y los 
dos oficiales de la Oficina de Inteligencia Naval Ray Davis y Arthur Cráter, que en 
la película se da a entender que estuvieron implicados en la ejecución del joven. 
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2 930 DÓLARES O 
EL COSTE DE UN 
DESAPARECIDO
Amaya OLIVAS DÍAZ
Magistrada del Juzgado Social nº1 de Madrid

ARTÍCULOS
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Perdieron todos los juicios. 

¿QUÉ ES UN DESAPARECIDO?

 Es un ser humano arrebatado del tiempo. 
Es el deshecho propiciado por la violencia 

Missing, en principio, nos crea inquietud. Horman, padre, cuestiona a las víctimas. 
Nos pone en duda. Es un gran empresario hecho a sí mismo. Es un buen ciudadano 
estadunidense. Cuestiona nuestro dolor. Durante más de dos horas de metraje, Hor-
man indaga en el desvío de su hijo: “¿Por qué mi niño se ha metido a indagar? ¿Por 
qué se ha hecho libre? ¿Qué habéis hecho para merecer esto?”

Nos enfadamos con Costa Gravas. El recorrido frenético de Horman por los laberin-
tos de la burocracia pinochetista no deja de ser el de un privilegiado. ¿Qué pasó en 
el Estadio de Chile con nuestra gente? 

Luego, comprendemos. Gavras no hace un panfleto. Su apuesta es más inteligente. 

En la atroz búsqueda de su hijo, Horman se 
politiza. Horman ha visto el horror. Se ha trans-
formado en Unamuno, ha devenido en Borges. 

Ha comprendido, a fuerza de golpes (como 
siempre) que los derechos no son un regalo 
caído del cielo. Ha observado que está arropa-
do por el manto del privilegio. 

La escena final subleva a nuestro protagonista, 
930 dólares es el coste que implica la expatria-
ción del cadáver. Su hijo, nuestro compañero.

Cuando el cuerpo llegó a Estados Unidos, no 
se pudo hacer su autopsia. Demasiado tarde 
para verificar las huellas de la barbarie.
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ARTÍCULOS

LA PRESTACIÓN  
DE VIUDEDAD EN EL 
CONTEXTO DE LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO.  
LA RECONCILIACIÓN  
CON EL MALTRATADOR 
DESDE UNA PERSPECTIVA 
DE GÉNERO
Adoración JIMÉNEZ HIDALGO
Magistrada Juzgado Social nº 3 de Terrassa
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“Con demasiada frecuencia las mujeres creen que es  
un signo de compromiso, una expresión de amor, 
soportar el maltrato y la crueldad, perdonar y olvidar.  
En realidad, cuando amamos correctamente, sabemos 
que la respuesta sana y amorosa a la crueldad y el abuso 
es ponernos fuera de peligro”. (bell hooks)1

1	   �bell hooks (en minúsculas) es el seudónimo de Gloria Jean Watkings  escritora, feminista y activista 
social estadounidense.
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RESUMEN: 
A efectos de la pensión de viudedad: ¿Deja la victima de violencia 
de género de serlo por reconciliarse con su victimario? ¿Cómo ha 

de ser la reconciliación que da derecho al maltratador a convertirse 
en beneficiario de la misma? A través de este breve comentario se 

pretende responder a esas dos cuestiones relacionadas con los 
efectos que proyecta la reconciliación en la pensión de viudedad, 

tanto para la víctima como para el maltratador, a través de lo 
resuelto por la doctrina judicial y desde una perspectiva de género.

La respuesta “global y multidisciplinar” exigida por la Ley Orgánica 1/2004 sigue 
presentando hoy en día importantes déficits que, como nos recuerda la sentencia de 
la sala 4ª del Tribunal Supremo núm. 908/20 de 14 d’octubre: “(...) hay que corregir y 
subsanar, lo que es particularmente exigible en un ámbito (el de la violencia de género) 
donde se ven comprometidos derechos y bienes tan primordiales y esenciales y cuya 
protección “integral” cuesta tanto conseguir”  

La forma de “corregir y subsanar” esas deficiencias por parte de los órganos judiciales 
no es otra que la integración de la perspectiva de género en el enjuiciamiento de 
este tipo de situaciones, especialmente necesaria en la interpretación de las normas 
de seguridad social, que han venido generándose desde una mera igualdad formal, 
mediante fórmulas aparentemente neutras que han acabado reproduciendo y 
positivizando discriminaciones socialmente encubiertas2.

Incluso en aquellas normas ya ideadas con una evidente finalidad antidiscriminatoria, 
como las establecidas para proteger a las víctimas de violencia de género, se constata 
la necesidad de aplicar dicha hermenéutica para reforzar, precisamente, la finalidad 
pretendida. 

Esa necesidad se ha visto corroborada a la hora de interpretar muchos de los requisitos 
exigidos para acceder a la pensión de viudedad en un contexto de violencia de género3. 
Un ejemplo de ello es la sentencia del Tribunal Supremo antes mencionada que, 
integrando la perspectiva de género, razona la necesidad de eximir de determinados 

2	  �MOLL NOGUERA, R.: “La perspectiva de género y el Derecho del Trabajo: ¿una hermenéutica en cons-
trucción o algo más?” Labos, Vol. 2, No. 2 año 2021, pp. 83-98

3	  �ARASTEY SAHUN, M.L.  “La prestación de viudedad en los supuestos de violencia de género” Cuader-
nos Digitales de Formación nº 34 año 2019 y MOLINA GUTIERREZ, S.M. “Trascendencia de la perspec-
tiva de género en el ámbito de la Seguridad Social, en especial en la pensión de viudedad Cuadernos 
Digitales de Formación nº 17 año 2020
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requisitos que, no solo carecen de sentido, sino que son incompatibles con la finalidad 
de protección de la mujer víctima de la violencia de género y concretamente, en el 
supuesto enjuiciado, la exigencia de la convivencia en el caso de una pareja de hecho 
para lucrar la pensión de viudedad. 

Sin embargo, dada la brevedad de este comentario, me voy a centrar en determinados 
efectos que sobre dicha prestación genera la reconciliación de la víctima con su 
maltratador y, especialmente, en dos de las cuestiones que han suscitado un especial 
debate en la doctrina judicial.

La primera de ellas es si la mujer puede seguir siendo considerada víctima de género 
a efectos de lucrar la pensión de viudedad cuando se produce una reconciliación y, 
posteriormente un divorcio, sin establecer pensión compensatoria a favor de esta.

Cabe recordar que, conforme a lo dispuesto en el art. 220 de la LGSS, el derecho 
a la pensión de viudedad en los supuestos de separación o divorcio se vincula a la 
existencia de una pensión compensatoria, a no ser que se acredite la condición de 
víctima de violencia de género4 “en el momento de la separación o divorcio”.   

En estos casos, frente a determinados pronunciamientos judiciales5 que, en una 
interpretación extremadamente literal de la norma, han venido exigiendo una cierta 
coincidencia temporal entre la fecha en que se produce la situación de violencia de 
género y el divorcio, otras resoluciones de nuestros tribunales6, desde la obligada 
aplicación de la perspectiva de género, consideran que dicha exigencia limitaría y, 
por tanto, desvirtuaría la protección que pretende la norma, al no tener en cuenta la 
especial relación que se establece entre víctima y victimario, lo que conlleva que en 
muchos casos los trámites judiciales de divorcio se vayan posponiendo debido a la 
resistencia que suele oponer el maltratador y la situación de sometimiento y miedo en 
el que se encuentra normalmente la víctima.

Por tanto, este último sector de la doctrina judicial considera que la reconciliación y la 
vuelta a la vida en común, con cese de los actos de violencia, no acarrea la pérdida 
de la condición de víctima de violencia de género en el momento de declararse el 
divorcio, siendo suficiente que se acredite dicha condición en un momento anterior 
pues, en otro caso, solo la víctima que hubiera visto fracasar todos los mecanismos 
legales para su protección se vería eximida del cumplimiento del requisito de percibir 

4	  �STS/4ª de 5 febrero 2013 (rec. 929/2012) La exención del requisito de ser acreedora de pensión com-
pensatoria actúa siempre, tanto en los supuestos en los que nunca se hubiera reconocido como si, reco-
nocida inicialmente, se hubiera extinguido antes del fallecimiento del causante.

5	  �Uno de los pronunciamientos más recientes siguiendo dicho criterio lo constituye la sentencia 848/19 de 
7 de mayo del TSJ del País Vasco 

6	  �Entre ellas la del TSJ de Andalucía (Sevilla) de 23.6.16 (rec. 1865/2015) y la del TSJ de Asturias de 9.6.18 
(rec. 1092/18)
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2 pensión compensatoria. 
Especialmente descriptiva es la sentencia 
del TSJ de Andalucía (Sevilla) de 23.6.16 
(rec. 1865/2015) en la que se razona que: 
“La víctima de violencia de género no deja 
de serlo nunca respecto del sujeto que se 
la ha ejercido. Podrá dejar de ser objeto de 
malos tratos por parte de ese sujeto, pero 
no dejará de ser su víctima de violencia de 
género”

El segundo supuesto en el que la 
reconciliación entre víctima y victimario 
tiene una especial incidencia es cuando es 
este último el que pretende el acceso a la pensión de viudedad.

Recuérdese que la Disp. Ad. 1ª de la LOPIVG – introducida por la Ley 40/2007- 
excluye al agresor de la posibilidad de ser beneficiario de prestaciones de muerte 
y supervivencia causadas por la víctima “salvo que, en su caso, hubiera mediado 
reconciliación entre aquéllos”

En consecuencia, la cuestión principal a dilucidar en estos supuestos es qué ha de 
entenderse por “reconciliación”. 

La reciente sentencia del TSJ de Galicia de 21 de mayo del 2021 (Rec. 206/21) - 
haciéndose eco de la sentencia del TSJ de Aragón de 18 de diciembre del 2019 
(Rec. 610/19)-  resuelve que el concepto no es idéntico al establecido en el art. 
84 del Código Civil7, en la medida que la reconciliación prevista en este último 
precepto se materializa en el contexto de un procedimiento de nulidad separación 
o divorcio, y por lo tanto, ha de quedar formalizada dentro del mismo, mientras 
que el concepto de “reconciliación” de la DA 1ª de la Ley 1/2004 es un concepto 
meramente fáctico que no requiere de formalidad ninguna y que consiste en 
“(“volver” a la amistad, que define el diccionario”) que indica una recuperación de 
la vida en común de los esposos igual o similar a la que se tenía antes de la crisis 
determinada, en estos casos, por el delito cometido”

7	  �Art. 84 CC “La reconciliación pone término al procedimiento de separación y deja sin efecto ulterior lo 
resuelto en él, pero ambos cónyuges separadamente deberán ponerlo en conocimiento del Juez que 
entienda o haya entendido en el litigio. Ello, no obstante, mediante resolución judicial, serán mantenidas 
o modificadas las medidas adoptadas en relación a los hijos, cuando exista causa que lo justifique.

	� Cuando la separación hubiere tenido lugar sin intervención judicial, en la forma prevista en el artículo 82, 
la reconciliación deberá formalizase en escritura pública o acta de manifestaciones.

	 La reconciliación deberá inscribirse, para su eficacia frente a terceros, en el Registro Civil correspondiente.”

"La víctima de violencia 
de género no deja de serlo 
nunca respecto del sujeto 

que se la ha ejercido. 
Podrá dejar de ser objeto 
de malos tratos por parte 

de ese sujeto, pero no 
dejará de ser su víctima de 

violencia de género"
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2 Tanto en la sentencia del TSJ de Galicia como en la de Aragón se acaba denegando 
la prestación de viudedad al no quedar acreditada la convivencia de la que se 

pueda deducir la reconciliación, por lo que 
cabría preguntarse ¿cuál es el concepto 
de “convivencia” que sería exigible para 
entender concurrente el requisito de 
reconciliación a efectos de lucrar la pensión 
de viudedad por parte del agresor?

En relación con las prestaciones a favor de 
familiares, el Tribunal Supremo ya matizó 
en su momento (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 9 de febrero de 1985 -Rec. 
355/1984) la interpretación del requisito de 

convivencia, superando la literalidad de la palabra o el concepto formal de convivencia 
y poniendo el énfasis, no tanto en la cohabitación, como en la práctica de los cuidados 
respecto del familiar necesitado de ello.

Así mismo la sentencia del TSJ de Canarias (Las Palmas) de 22 de junio del 2000 
(rec. 310/20), también en relación con la prestación a favor de familiares, recoge de 
forma explícita la necesidad de interpretar el requisito de “convivencia” con perspectiva 
de género y recuerda que “este criterio de interpretación flexible y humanizador del 
concepto de convivencia que prioriza la efectividad de las atenciones y cuidados y 
no tanto el formalismo de la cohabitación física” ha sido seguido por otros muchos 
Tribunales Superiores8.

De nuevo, no se pueden obviar las complejas relaciones que se instauran entre una 
víctima y su agresor, siendo una de las fases del “ciclo de la violencia”9  la denominada 
“luna de miel”, momento en que el agresor se muestra arrepentido y pide perdón a su 
pareja para no perderla, mediante conductas de extrema amabilidad o del chantaje 
emocional al que la víctima suele sucumbir, reanudando su relación.  Es una fase 
bien recibida por ambas partes, pero en la que, sin embargo, la victimización de la 
mujer es completa10. 

No entender la realidad del funcionamiento de la violencia de género, obviando que 
las decisiones de ·reconciliación” pueden ser un efecto más de la violencia ejercida 

8	  �TSJ de Andalucía (Sevilla) en su sentencia de 7 de septiembre de 2016 (Rec. 2131/2015); STSJ del 
País Vasco de 22 de noviembre de 2016 (Rec. 2174/2016); STSJ de Castilla y León/Valladolid de 19 de 
septiembre 1995 (AS 1995, 3256); STSJ de Cataluña de 6 de marzo de 2000, STSJ Cantabria de 5 de 
marzo de 2003 (JUR 2003, 199487) STSJ de Castilla-La Mancha Sala de lo Social o STSJ de Galicia de 
27 de mayo de 1999 (AS 1999, 1294) y de 27 de enero de 2012 (AS 2012, 101), entre otras.

9	  Walker, L. E. A. (1979). The battered woman. New York, NY: Harper and Row
10	  �VARGAS NUÑEZ, B.I., LÓPEZ PARRA, M.S., CORTÉS MARTÍNEZ, E.: ¿Qué significa el perdón en el 

ciclo de la violencia” Psicología Iberoaméricana, bol 25 núm 2 año 2017 pp. 70-83

En consecuencia,  
la cuestión principal 
a dilucidar en estos 
supuestos es qué ha 
de entenderse por 
“reconciliación”
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2 o devaluar el concepto de “convivencia” a una mera cohabitación física o a un mero 
certificado de empadronamiento, es vaciar de contenido la finalidad de la Disp. Ad. 1ª 
de la LOPIVG, que no es otra que el agresor no pueda beneficiarse de la conducta 
de violencia ejercida y, por tanto, la protección de la víctima una vez más. No hay que 
olvidar que se trata de una norma que tiene un antecedente en el art. 11 de la OM 
de 13.2.1967, sobre las prestaciones de muerte y supervivencia en el RGSS, que 
ya establecía que las prestaciones de viudedad se extinguían por “declaración, en 
sentencia firme, de culpabilidad en la muerte del causante”.

En consecuencia, los conceptos jurídicos de “reconciliación” y “convivencia” en 
el ámbito del derecho de la pensión de viudedad deben ser reexaminados a la 
luz interpretativa de la perspectiva de género hasta aquí expuesta, a fin de poder 
constatar una “reconciliación” inequívoca, efectiva y jurídicamente relevante, no siendo 
suficiente la mera acreditación de la cohabitación en un espacio común, sino que el 
concepto de convivencia que denota una verdadera reconciliación, especialmente 
cuando ha existido una situación previa de violencia de género, ha de ser aquel en 
el que se acredite que la restauración de las relaciones afectivas entre los miembros 
que conforman la pareja comporta también la atención de las necesidades físicas, 
psíquicas y emocionales de forma recíproca entre éstos.
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EL TRABAJO 
A DISTANCIA 
EN LA POST-PANDEMIA

ARTÍCULOS
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Francisco ALEMÁN PÁEZ1

Catedrático de Derecho del Trabajo  
en la Universidad de las Palmas de Gran Canaria

El presente estudio se enmarca en las líneas del Grupo de Investigación: 
“Desconexión digital en el trabajo” 
(DesC-Labor; GIUV2020-473)

 “Un fantasma recorre Europa. 
Los trabajadores no van de la casa  
a la oficina o al puesto, sino desde  

el dormitorio (en pijama) al comedor”

 “El trabajo ya no es un sitio” 
(Eric Yuan; Presidente de “Zoom”)

1 	� Catedrático de Derecho del Trabajo. ULPGC (CS). El presente estudio sigue el hilo conductor y 
la temática expuesta el 23 de octubre del 2021, en la Facultad de Ciencias Jurídicas de la UL-
PGC (Las Palmas) dentro el Seminario Internacional (“on line”) sobre “Cuestiones actuales del 
DTSS”. Asimismo, constituye un adelanto de la obra colectiva, próxima a editar en un monográfi-
co que compendia las intervenciones del referido Congreso (Eds. Cinca, coordinado por el Prof. 
Eduardo López de Ahumada).  	

1
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ESQUEMA GENERAL

1. 	 Introducción. 
2. 	� El trabajo a distancia y la post-pandemia: ¿una medida profiláctica o 

funcionalista?.
3. 	 El desequilibrio estructural del trabajo en remoto: 

3.1. Vectores condicionantes y de desenvolvimiento aplicativo; 
�3.2. �Ventajas, disfuncionalidades y distorsiones potenciales del 

trabajo en remoto. 

1.	 INTRODUCCIÓN
 1   El trabajo a distancia (TAD) y el teletrabajo (TT) constituyen realidades in-

ter-sectadas y en progresión ascendente. El multi-funcionalismo del trabajo en re-
moto, la crisis sanitaria, y las proyecciones simbólicas (y sub-simbólicas) irradiadas 
alrededor suyo, explican, entre otras causas, el auge de dichas categorías. Con 
todo, la realización de las obligaciones profesionales en escenarios de laboralidad 
escogidos por los propios trabajadores, con minoraciones correlativas de las facul-
tades de control empresarial, es una modalidad prestacional de amplio recorrido 
en la historia social del trabajo1. Nuestras primeras leyes laborales se hicieron eco 
de dicho fenómeno nomotético y dieron carta de naturaleza a dichas figuras jurídi-
cas2. La revolución tecno-informacional, iniciada en los años setenta, abrió amplias 
ventanas de oportunidad al trabajo en remoto (“smart working”). Los sistemas de 
interconectividad en red, expandidos durante los años ochenta (internet), marida-
ron pronto con el imperio de la digitalización y sus nódulos operativos. Los trans-
ductores básicos, esto es, el sexteto: TICs / algoritmos / datismo informacional / 
cercanidad tecnológica / compulsión consuntiva /expansión líquida de las faculta-

1	  �Los sistemas de contratación y subcontratación a domicilio (“verlagssystem”, “putting-out system”, 
“domestic system”) se remontan a la Baja Edad Media, y se generalizan con el mercantilismo y la 
industrialización. El trabajo doméstico permitió que un amplio segmento de mercaderes independien-
tes asumiera la realización de alguna obra o encargo a otros artesanos, ora urbanos o sobremanera 
rurales. Aquellos empleadores primigenios facilitaban las materias primas, reservándose la difusión y 
venta ulterior de los productos acometidos. Así lograban un mayor control de la explotación y eludían 
la hegemonía gremial, contribuyendo además al declive sedicente de dicha institución social. Con el 
tiempo, las formas emergentes de organización del trabajo, imbricadas en la producción manufacture-
ra, dieron paso a procesos más depurados de división laboral y especialización. Todo ello afianzaría, 
por una parte, las bases de una estructuración más racional y estandarizada de las tareas y ocupacio-
nes, acelerando con ello la descomposición de los gremios, del trabajo artesanal, y de ciertos oficios 
vinculados a tales corporaciones; sobre estos extremos, vid ALEMÁN PÁEZ F (2015: 85-89).

2	  �Sintetizamos la evolución histórica de dicho régimen legislativo en ALEMÁN PÁEZ F (2020: 21-27). 
De inexcusable análisis es la flamante tesis doctoral del profesor DE LA VILLA sobre el trabajo a 
domicilio (1966). 
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des de control directivo, se irradiaron en todos los vericuetos de la economía de 
plataformas, redimensionando con ello el trabajo a distancia y sus categorías. Los 
espacios digitales emergentes demandaban un vasto ejército de tele-trabajadores 
aprovechando la plasticidad de las TICs y la expansión exponencial de dichas he-
rramientas. Ahora bien, el nuevo terreno abonado tecnológicamente también sem-
bró innumerables semillas de incertidumbre que, como veremos en este estudio, 
se enraízan en los aspectos fenomenológicos e institucionales del TAD.  
Las paradojas historiográficas han querido que la génesis social del trabajo reali-
zara un movimiento pendular retomando los ejes matriciales de nuestro objeto, o 
sea: autonomía realizadora, carácter distópico del lugar de prestación de servicios, 
y régimen instrumental-colaborativo entre empleadores y tele-trabajadores. La im-
plosión del SARS-19 hace dos años, dio un espaldarazo definitivo al teletrabajo. 
Los “ratios” comparados muestran, en efecto, un abrupto punto de inflexión en su 
génesis, tal como veremos más adelante. A las virtudes funcionales y preventivas 
de dicha fórmula prestacional y/o de empleo (el maridaje de ambos conceptos, y 
el distingo teórico subsiguiente de ambos, es obligado) se suma su abordaje en 
varios textos legales que han dado contenido propio a dicha categoría3. La entrada 
en vigor de tal andamiaje regulatorio ha focalizado de inmediato una gran atención 
doctrinal, resultando una vasta literatura sobre las interrogantes del nuevo régimen 
y las pautas de desarrollo evolutivo (vid anexos, 7.A). Razones de peso avalan la 
atención temática, cuyos argumentos imbricaré a través de los postulados de la 
teoría Tridimensional del Derecho4. 
La primera argumentación entra de lleno en la lógica e investigación jurídica, y 
embrida además razonamientos de política normativa. Hasta el 2020 la regula-
ción del TAD se impregnaba de vacuidad e inconsistencia. Su régimen se ceñía 
a un precepto: el art. 13 ET, de desafortunada y pusilánime implantación (ex Ley 

3	� El tratamiento legislativo del TAD durante la pandemia se inicia testimonialmente con un lacónico y 
pragmático precepto previsto en el RD 463/2020, de 14 de marzo, cuyo contenido rezaba así: “Du-
rante el período de suspensión se mantendrán las actividades educativas a través de las modalida-
des a distancia y «on line», siempre que resulte posible”. Tras ello se ha dado carta de naturaleza al 
TAD básicamente con tres textos: el RDL. 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia; la 
Ley homónima 10/2021, de 9 de julio; y el RDL 29/2020, de 29 de septiembre, de medidas urgentes 
en materia de teletrabajo en las Administraciones Públicas y de recursos humanos en el Sistema 
Nacional de Salud para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19.

4 	� Entre dicha teorética destaca, entre otras aportaciones, los estudios de M. REALE (vid. 1996). Soy 
de quienes sostienen la insuficiencia metodológica de los planteamientos exclusivamente dogmáti-
cos y de técnica iuspositiva, cuyas premisas reducen el análisis del Derecho al contenido como tal 
en normas jurídicas. También relativizo los postulados sociológicos que reducen dicha teorética al 
estudio del hecho social. La normatividad es una síntesis de la dialéctica antedicha (iuspositividad/
hecho social). Ambos parámetros se anudan en razón a un “telos”, y en aras de unos valores reali-
zadores imbricados estructuralmente. La teorética tridimensional, o sea, el trípode conducta/norma/
valor, tanto como la combinación de la dimensión normativa con el trasfondo socio-histórico y los 
esquemas axiológicos realizadores de “lo jurídico”, componen un trinomio metodológico que, a mi 
modesto modo de ver, conviene no disociar.  
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3/2012, de 6 de julio) y peor construcción técnico-jurídica5. El nuevo régimen (ex 
Ley 10/2020, de 9 de julio; en adelante LTAD) cubrió el vacío que adolecía el tra-
bajo en remoto en nuestro ordenamiento6. Sin embargo, muchos extremos de su 
estatuto regulatorio adolecen de evagación y amplitud, provocando las correspon-
dientes interrogantes teóricas y aplicativas. El TAD es un eje de convergencia de 
factores harto complejos y de dificilísimo equilibrio en términos político-jurídicos. 
La nueva norma es en sí una técnica de organización social, empero arrastra el 
craso inconveniente de propender implantar un “orden” en un objeto omnisciente y 
líquido de la realidad socioeconómica. 
Particularmente atribuyo al TAD siete adjetivaciones factoriales: tratarse de un dis-
positivo distópico, modalizador, medial, distal, transversal, medial, flexible (a fuer 
de abdicativo) y generador de riesgos psicosociales. Es distópico porque transmuta 
la presencialidad y des-localiza a los tele-trabajadores de sus puestos habituales. 
Modaliza el contenido prestacional pues surge de un acuerdo de voluntades. No 
es un contrato “ad hoc” sino un pacto que instituye unas condiciones profesionales 
singulares, y cuya estipulación acota el estatuto de los trabajadores a distancia. En 
tercer lugar, el TAD recaba la mediación instrumental de dispositivos tecnológicos 
(TICs) en la multiforme variedad de herramientas existentes, con la doble particu-
laridad de ser controladas de un modo inmediato por el tele-trabajador y mediata-
mente por los ejecutores del poder directivo, ya se personalicen éstos en jefaturas 
y/o dependencias funcionales, o se des-personalicen mediante un jaez de filtros y 
controles algorítmicos. Se antoja asimismo distal porque separa espacialmente a 
los tele-trabajadores de sus centros de trabajo o de los nódulos estratégicos de las 
empresas o unidades económicas. En quinto lugar, se antoja transversal por las 
condiciones genéticas y operativas de desenvolvimiento. El TAD es una modalidad 
de trabajo que, de un lado, adquiere carta de naturaleza constitutiva mediante un 
pacto individual, o acuerdo ulterior “ad hoc”, anexo a un contrato de referencia. 
Desde dicha referencialidad, perfila las condiciones profesionales del trabajo en 
remoto. Estas se enhebran estructuralmente en las categorías generales (jornada, 
retribución, formación) singularizando sus términos pero sin perder la centralidad 
institucional de las primeras. En sexto lugar, el TAD pivota, en efecto, sobre la 
autonomía contractual y las reglas acordadas individual y colectivamente, empero 
hay altas posibilidades de que dichos acuerdos transmuten en “parteaguas”, es 
decir, que solo tengan una virtualidad formal y encubran un régimen de renuncias y 
abdicaciones profesionales. Por último, el TT subsume un vasto potencial de ries-
gos psicosociales debido a las condiciones de aislamiento de los tele-trabajadores, 
con la alienación fenoménica resultante de ello. 

5	  	�Tuve ocasión de subrayar críticamente el trabajo a domicilio y sus posibles vías de reforma en el ín-
terin comprendido entre los estadios finales de vigencia del art. 13 ET y la entrada en vigor del nuevo 
régimen, en: ALEMÁN PÁEZ (2020).

6	  �La Exposición de Motivos de la LTAD se hacía eco de las razones expuestas, y así: “El artículo 13 
del (ET) resulta insuficiente para aplicarlo a las peculiaridades del teletrabajo, que requiere no solo 
de una prestación laboral que se desarrolle preferentemente fuera de los locales de la empresa, sino 
también de un uso intensivo de las nuevas tecnologías informáticas y de la comunicación”.
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2. El auge del TAD anuda, pues, parámetros institucionales, transformacionales 
y de respuesta a la pandemia. Los primeros vectores hunden sus raíces en los 
dispositivos regulatorios, que, a su vez, expanden sus radios de acción gracias a 
la multi-dimensionalidad caracterizadora del trabajo en remoto. El segundo vector 
se imbrica en el anterior empero adquiere un perfil autónomo debido a los cambios 
sistémicos de la era tecno-digital. El “aceleracionismo” y la “hiper-globalización” 
intensifican los procesos expansivos de los sistemas sociales, Derecho y Derecho 
del trabajo inclusive. El aserto del presidente de “Zoom” que encabeza estas pági-
nas (“el trabajo ya no es un sitio”) sintetiza crípticamente, y a modo de cuadratura 
del círculo, la “vis transformacional” del TAD. Laborar tiende, en efecto, a “no ser 
un sitio” merced a los regímenes de conexión permanente de las TICs y la conver-
sión de dichas herramientas en sedes receptoras de datos y gestión informativa. 
El tercer vector no es otro que la crisis sanitaria. El SARS-19 ha venido impo-
niendo sucesivos ciclos, alternantes y combinatorios. Los períodos de reclusión y 
de detracción del disfrute de derechos básicos transitan a otros aperturistas y de 
flexibilidad realizadora. Más allá de las graduaciones que vienen experimentando 
las subidas y bajadas de las “olas pandémicas”, el desarrollo de la crisis sanitaria 
ha impuesto cambios que trastocan estructuralmente las pautas de vida y los pa-
trones axiológicos de las sociedades. 

Obviamente, las inercias de dicha crisis impactan de lleno en los ejes económicos, 
y repercuten en las líneas de flotación de las relaciones de trabajo y su tejido jurí-
dico. Las mutaciones del virus relativizan el propio concepto “normalidad”, trans-
mutándolo en aporía volitiva. Es más, expanden un halo de “excepcionalidad per-
mutable” de gran poder heurístico en todas las facetas de la vida personal, laboral 
y social, con el riesgo empero de cobijar desviaciones realizadoras del trabajo en 
remoto. Como decía inicialmente, su fenomenología rezuma incertidumbres y dis-
torsiones potenciales que hipotecan el desenvolvimiento institucional del mismo. 
Es verdad que disponemos de una arquitectura jurídica compacta y de un estatuto 
regulatorio con propensión de plenitud, pero no es menos cierto que tal armazón 
muestra asimismo un régimen dúctil y abierto en exceso. Sus códigos demandan 
intensas acciones a la autonomía individual y colectiva, a fuer de entreverarse con 
amplios retos realizadores y aplicativos. Ahora bien, el hecho de contar con un 
nutrido elenco de reglas en la LTAD no diluye las insuficiencias de dicho estatuto 
regulatorio. Muy al contrario, tales códigos pueden hipotecar fuertemente el des-
envolvimiento material de dicha institución. Las problematizaciones que avizora su 
desarrollo aplicativo requieren abordajes eficaces, con la mayor prontitud posible, 
sin descartar la apoyatura de reglamentos de desarrollo. 
Por si fuera poco, el TT es un foco receptor y transmisor de una miríada de con-
troles político-ideológicos. Sabemos, con Habermas, que la tecnología trenza una 
perfecta maquinaria de dominación socioeconómica, y, en este caso, los engra-
najes del trabajo en remoto instilan sesgos operativos y socio-cognitivos que, por 
si fuera poco, se irradian invisiblemente. El TAD tiene ante sí un vasto horizonte 
de desarrollo institucional, sin embargo, la realización aplicativa de la nueva nor-
ma, tanto como cualquier otra, requiere imbricar las estructuras que dan sentido 
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fenoménico a las categorías normadas (vid. Albert Márquez; 2004: 68). Los equi-
librios que propenden atemperarse con la Ley 10/2021 pueden no llegar a serlo, 
incluso estando previstos en el “telos” de la misma y en su régimen regulatorio. 
Nuestro estudio propende, pues, contribuir modestamente a ese proceso analítico, 
avizorando críticamente dichas debilidades vectoriales y regulatorias. Retomando 
el hilo conductor de la ponencia, y el diseño general de las jornadas que dieron en-
caje a estas intervenciones, evidenciaremos los factores jurídicos, meta-jurídicos y 
axiológicos insertos en el TAD. 

2.	� EL TRABAJO A DISTANCIA Y LA POST-PANDEMIA: 
¿UNA MEDIDA PROFILÁCTICA O FUNCIONALISTA?

 1   El trabajo en remoto es una modalidad prestacional y ocupacional cuyos ele-
mentos requieren de los correspondientes procesos institucionalizadores y de 
profundización aplicativa. Su auge encuentra una doble causación. De una parte, 
es un apéndice instrumental de los cambios acontecidos al albur de los avances 
tecno-digitales (anclaje funcionalista). Y de otra, es una “categoría-refugio” que ha 
permitido afrontar los retos del confinamiento, sorteando los riesgos de contagio 
derivados de la movilidad en general y de la confluencia de trabajadores en centros 
laborales (anclaje profiláctico). La LTAD marida ambas causaciones, de hecho, su 
Exposición de Motivos las yuxtapone en al cuadro de argumentos aducido para 
promulgarla7. La duda estriba en la valencia de uno y otro anclaje. Manejamos 
vasos comunicantes donde la prevalencia de uno u otro extremo condicionan el 

7	  �Compilo algunos extremos de dicha combinación factorial, poniendo entre paréntesis la valencia 
específica atribuida en tal preámbulo (puntos II y III): “Las tecnologías de la comunicación han cons-
tituido una herramienta clave para reducir el impacto de las medidas de contención y restricciones 
a la actividad productiva” (anclaje funcionalista y preventivo) / El TT se ha comportado en España 
como “el mecanismo más eficaz para asegurar el mantenimiento de la actividad…y para garantizar 
la prevención frente al contagio” (anclajes funcionalista y preventivo) / A los retos que ya se plan-
teaban en el ámbito laboral español (tasas de temporalidad, riesgo de pobreza salarial, precariedad 
laboral y una fuerte segmentación), se suman nuevos desafíos que obligan a afrontar los cambios 
post-COVID-19 en los procesos de globalización y digitalización, y el uso de fórmulas eficaces de 
incremento de productividad que aumenten la calidad en el empleo y reduzcan la existencia de bre-
chas salariales y profesionales (anclaje funcionalista) / La crisis sanitaria ha hecho que el trabajo a 
distancia se mostrara como el mecanismo más eficaz para asegurar el mantenimiento de la actividad 
durante la pandemia (anclaje funcionalista) y para garantizar la prevención frente al contagio (ancla-
je profiláctico) / La situación descrita de contracción del PIB, la tasa de desempleo, la incertidumbre 
acerca de la evolución de la pandemia, la retroalimentación de estos factores de incertidumbre sobre 
los riesgos y debilidades estructurales del mercado de trabajo español, la salvaguarda de los dere-
chos y obligaciones referidos en nuestro ordenamiento laboral, hacen necesario potenciar de una 
manera ordenada, urgente y con garantías el uso del trabajo a distancia (anclaje funcionalista) / El 
teletrabajo se ha instalado en nuestro país como respuesta a las restricciones y medidas de conten-
ción de la pandemia aún vigentes…La generalización del teletrabajo en España, que trae su causa 
en las medidas adoptadas por las autoridades competentes para contener y frenar la expansión de 
la pandemia.” (anclaje profiláctico). 
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desarrollo del TAD, y, sobre todo, la concepción axiológico-jurídica del mismo en el 
conjunto de la población y el desenvolvimiento de las relaciones laborales. La ley 
hace gala de una incontestable carga innovadora, sin embargo, su contenido deja 
en el aire importantes aspectos hermenéuticos y aplicativos, los cuales pueden hi-
potecar el desarrollo realizador del trabajo en remoto. Antes equiparamos metafó-
ricamente la génesis del TAD con un “péndulo Foucaltiano” cuyas inercias buscan 
el espacio jurídico más adecuado a su perfil. El propio sonsonete: “el teletrabajo ha 
venido para quedarse” anuda la condición de florilegio y acuidad predictiva. Pero 
en nuestro caso mandata que analicemos el alcance del referido tópico, y, dentro 
de él, los vectores-fuerza dominantes en su decurso evolutivo. 

La irradiación de la “ómicron” y la espoleta de contagios de la “sexta ola” están 
reactivando el teletrabajo desde las dos vertientes expuestas: funcional y pre-
ventivamente. En cuanto a lo primero, la versatilidad del TAD y de sus figuras 
derivadas tiende a relanzar el TT como fórmula prestacional y/o de empleo (el 
distingo encuentra causa en sus mixturas combinatorias) amén de operar como 
mecanismo de organización estratégica de los modelos de negocio. Ahora bien, 
las proyecciones socioeconómicas del 2022 dibujan un “estanque lleno de pira-
ñas” (Fernández D: 2021) en un contexto mundial de estrangulamiento energéti-
co8. Otean un año de crecimiento global, aunque a ritmo más lento9, y subrayan 
dos factores hegemónicos: el alza de las tasas de inflación y la variante ómicron. 
Esa confluencia de parámetros conjetura reactivaciones del trabajo en remoto. Ya 
sea por aprovechamiento de recursos (vector funcionalista) o por temor preventi-
vo al contagio (vector profiláctico), lo cierto es que el redimensionamiento del TAD 
adquiere fuste con evidencia palmaria.

Al redactar estas páginas el virus se irradia expansivamente en numerosos 
países10. Nuestro país sigue dicha tendencia, sin embargo, la evolución del 

8	�  Autores, como A. TURIEL (2022), apuntan un escenario harto complejo: los combustibles fósiles 
(petróleo, carbón y gas) iniciaron su declive, pero las renovables no pueden sustituirlos siguiendo 
el modelo actual de crecimiento cortoplacista. El petróleo convencional, es decir, el que tiene más 
funcionalidades de uso y de más fácil extracción, llegó a su máximo en el 2005. La producción lleva 
16 años sin aumentar y en los últimos años principió su declive incontestable. Para compensar la 
falta de petróleo crudo convencional, se extraen otros líquidos más o menos similares (mentados 
“petróleos no convencionales”) sin embargo no tienen la versatilidad funcional del primero. Para 
el científico del CSIC la tecnología no va a servir para hacer frente a la situación, ni para mediar el 
cambio sistémico energético, si no se abandona la idea de crecimiento. 

9	�  El FMI prevé una subida del PIB mundial del 4.9%. En España las previsiones del INE ubican el PIB 
alrededor del 4,4%.

10	  �El Reino Unido y los países del centro y el norte de la UE llevan semanas abogando por reducir 
las horas presenciales ante el avance de la “ómicron”. Portugal instituyó el teletrabajo obligatorio 
entre este sábado día 25 y el 9 de enero. En Holanda, las operadoras de telecomunicaciones han 
apostado por el TT al 100% en navidades y hasta mediados del mes de enero. Francia plantea la 
imposición del TT varios días a la semana. Antes de la pandemia, en Estados Unidos solo el 3.7% de 

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  E
N

ER
O

 2
02

2



20

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  E
N

ER
O

 2
02

2

teletrabajo en España muestra singularidades dignas de precisar. En efecto, 
su génesis presenta un perfil paradójico y lleno de incógnitas. Salvando el 
bienio 2020-21, la trayectoria del TAD dibuja una radiografía en puridad plana, 
con escasas oscilaciones en sus variables numérico-porcentuales. El período 
2010-2019 muestra cifras testimoniales de personas tele-trabajadoras, con “ra-
tios” entre el 3.8% y el 4.8% y volúmenes pro medio de 700.00 sujetos. Eso sí, 
el 2020 catapulta exponencialmente los indicadores. El salto abrupto del TAD 
acontece con el confinamiento del 2020 y la promulgación del RDL 463/2020, 
de 14 de marzo, de estado de alarma, siendo sobremanera presumible que 
la doble regulación, ex Ley 10/2020, de 9 de julio, y RDL 29/2020, de 29 de 
septiembre, para la administración pública, empujen la tendencia al alza de 
nuestro objeto.  

En verdad las restricciones a la movilidad impuestas por la COVID y las necesi-
dades de aislamiento preventivo llevaron a muchas empresas y trabajadores a 
utilizar el TT como vínculo funcionalista y profiláctico a la par, aunque a mi mo-
desto entender dominó más su uso como fórmula prestacional y de vinculación 
socio-jurídica que como instrumento reorganizativo. Trabajadores y empleado-
res afrontaron la reclusión mediante conectividades en red, e integraron el tra-
bajo en remoto como cauce realizador de los cometidos prestacionales. Muchas 
fueron las exigencias para implementarlo, dando asimismo cumplimiento a la 
normativa preventiva y de seguridad ex RD. 463/2020. Particularmente pienso 
que el ejecutivo actuó con prontitud e inteligencia estratégica. A diferencia de 
la miopía que hizo gala el gobierno Popular, propiciadores de un proceso des-
comunal de precarización, degradación y devastación de empleo, el Ministerio 
supo reconducir la movilidad externa allanada ex art. 51 y 52 ET con la pusi-
lánime reforma del 2012 para, de contrario, impulsar los códigos de movilidad 
interna y de flexi-seguridad, con los ERTEs y el TT como pivotes de tal acción 
político-jurídica11. 

Ambas medidas operaron a modo de colchón amortiguador del confinamiento, 
ahora bien, muchas empresas, y el sector público mismo, aprovecharon el con-

los ejecutivos con altos salarios (más de 100.000 dólares anuales) trabajaban en remoto, mientras 
que en la actualidad lo hacen el 15% (Datos de la Consultora “Ladders”). Ciudades del medio Oeste 
ofrecen 15.000 dólares a cada persona que se mude a sus condados; incluso se han firmado acuer-
dos con “Airbnb” que ofrecen estancias gratuitas de prueba en hoteles de la región para quienes 
tengan disposición de trasladarse e incitar tales decisiones de cambio locativo. La casualidad hace 
que el país impulsor del teletrabajo durante los años setenta, en respuesta a la crisis petrolífera para 
evitar los desplazamientos en coche de los ciudadanos americanos, vuelve a ser testigo del repunte 
del trabajo en remoto en contextos sobremanera disímiles.  

11	  �Sobre todo, mediante las previsiones de los arts. 22 a 28 del RDL 8/2020, de 17 de marzo, de me-
didas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, cuyos 
contenidos abordaron un bloque de medidas flexibilizadoras de las vías de ajuste temporal para la 
evitación de despidos, amén de la primera regulación del TAD ex RDL. 28/2020, de 22 de septiembre. 
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texto de excepcionalidad para imponer con calzador fórmulas muy variopintas de 
trabajo en remoto. La implementación del TT operó, más bien, mediante una ecua-
ción de primer grado: “costo cero del dador de trabajo / costo personal de la fuerza 
laboral”. Por si fuera poco, imperó un jaez de religaciones en numerosos segmen-
tos de la población trabajadora y empleados públicos. La voluntariedad del TT fue 
más retórica que real, y el carácter pactado se diluyó unidireccionalmente en los 
motivos excepcionales del confinamiento12. Retomando el tópico: “el teletrabajo 
vino para quedarse”, lo hizo en efecto mediante una política de hechos consuma-
dos13. El 2020 el TT espoleó, eso sí, los indicadores del TAD al 16.2% triplicando 
el número de tele-trabajadores acogidos al mismo (3.015.200 personas). Así las 
cosas, pronto evidenciamos las reificaciones articuladas alrededor suyo. El salto 
exponencial del TT durante el 2020 se quiebra al siguiente año, sufriendo un pa-
radójico cambio de orientación en sentido opuesto. El 2021 dibuja, ciertamente, 

12	  �Sobre este eje temático, vid LÁZARO SÁNCHEZ JL (2021: 117); vid asimismo las proyecciones del 
TT hipostasiadas por: ARÉVALO QUIJADA/ BARRERA LOZANO/ GÓMEZ DÍEZ (2021: 35-68). 

13	  �Más que palmario en el sector educativo ex RD 463/2020, de 14 de marzo. Su art. 9 hacía gala de 
esta lacónica fórmula: “Durante el período de suspensión se mantendrán las actividades educativas 
a través de las modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible”. La hipocresía 
funcionalista de importantes sectores del sector público encontró un segundo sostén en el RDL 
29/2020, de medidas urgentes en materia de teletrabajo en las Administraciones Públicas. Este texto 
modificó el RDLeg 5/2015 (texto refundido de la LEBEP) con un evanescente art. 47 bis, cuyo con-
tenido se limitaba a definir dicha modalidad prestacional dejando prácticamente en el aire el alcance 
de dicha fórmula prestacional. Así, su apartado 1º define el teletrabajo como una modalidad de pres-
tación de servicios a distancia donde el contenido competencial del puesto puede desarrollarse fuera 
de las dependencias de la Administración, y siempre que las necesidades del servicio lo permitan, 
mediante el uso de TICs. El apartado 2º apunta una obligación institucional, transmutada en “canto al 
sol abdicativo”: el teletrabajo en las Administraciones debería ser “expresamente autorizado (siendo) 
compatible con la modalidad presencial”, apostillándose, acto seguido, que: “en todo caso, tendrá 
carácter voluntario y reversible salvo en supuestos excepcionales debidamente justificados”. Si-
guiendo esa misma melodía abdicativa, la norma apostilla que el TT “se realizará en los términos de 
las normas que se dicten en desarrollo de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva 
en el ámbito correspondiente y contemplarán criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de 
prestación de servicio”. Para ironía mayor, el art. 47 bis TREBEP señala que “el teletrabajo deberá 
contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evalua-
ción de su cumplimiento”. Siguiendo esa misma pauta de despropósitos nomotéticos, el apartado 4º 
consigna la proclama siguiente: “La Administración pública proporcionará y mantendrá a las perso-
nas que trabajen en esta modalidad, los medios tecnológicos necesarios para su actividad”. Pues 
bien, los costos derivados de la adquisición, mantenimiento y renovación de equipos, tanto como los 
gastos corrientes paralelos del TAD (uso de electricidad, calefacción, climatización, etc), amén de 
la inanidad de las acciones preventivas, han sido circunvalados acomodaticiamente con prácticas 
institucionales de giro en cerviz. Lo diré más claro. Si reconducimos dichos códigos al ámbito pro-
fesoral y universitario, la conturbación no puede ser más atrevida, por farisea y atávica a la vez. La 
CRUE y los equipos Rectorales de las Universidades Españolas incoaron un jaez de religaciones 
flagrantes inimaginables. Delegaron la responsabilidad “tout court” en el personal de dichos sectores 
educativos, aprovechando el “ethos profesoral” de los mismos. Y evidenciamos, cómo no, la fuerza 
de la máscara credencialista, el requiebro exculpatorio universitario, y la hipocresía huidiza de los 
equipos directivos académicos.   
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una brusca caída del trabajo en remoto, reubicando a la baja tales indicadores en 
términos numéricos (1.849.600 personas teletrabajadoras) y porcentuales (9.4%)14

 2  El desarrollo del teletrabajo durante el 2022 está lleno de interrogantes técni-
cas y aplicativas. En principio cuenta con un terreno abonado de irradiación apli-
cativa. Aparte de la crisis sanitaria, las estructuras de los entornos digitales en 
España facilitan sus procesos de expansión material y la normalización socio-cog-
nitiva de operar en remoto15. No obstante, la fenomenología del TAD es un cruce 
de vectores, materiales, culturales y regulatorios, siendo ahora aventuradas las 
claves de su desenvolvimiento. Así las cosas, adquieren peso dos dimensiones 
entreveradas estructuralmente: la reactivación de las formas híbridas o “parciales” 
de trabajo en remoto (por franjas horarias o días alternos) en un fenómeno general 
de “auto-repliegue” del propio TAD. Tras eclosionar dicha categoría forzadamente 
por vectores externos y de fuerza mayor (tríada: pandemia/ reclusión/ post-pan-
demia), podemos presumir una reubicación más equilibrada del TAD en nuestro 
tejido socio-jurídico. Durante los últimos meses del 2021 sus líneas evolutivas pro-
yectaban una vuelta parcial a la presencialidad (repunte del anclaje funcionalista), 
sin embargo, el rápido avance de la variante ómicron frenó tal tendencia, a fuer de 
impulsar irradiaciones del teletrabajo en el sector empresarial y el sector público (o 
sea: redimensionamiento del anclaje profiláctico). 

14	�  La génesis de los ocupados que teletrabajan habitualmente en España presenta indicadores testimo-
niales, y en verdad sus cifras solo repuntan con la eclosión de la pandemia. Su gráfico evolutivo, en 
términos numéricos y porcentuales, muestra durante la última década el siguiente perfil: 2010: (3.8%; 
707.100); 2011: (4%; 742.800); 2012: (4.5%; 766.200); 2013: (4.3%; 734.800); 2014: (4.3%; 737.500) 
2015: (3.6%; 642.200); 2016: (3.5%; 643.600); 2017: (4.3%; 806.500); 2018: (4.3%; 823.600); 2019: 
(4.8; 951.800); 2020: (16.2%; 3.015.200); 2021: (9.4%; 1849.600) (fuente: “Randstad” con datos del 
INE). Según la EPA, durante el segundo trimestre de 2020 el TT fue la fórmula más utilizada para 
mantener el nivel de actividad de los negocios durante el confinamiento. Apunta que el 48,8% de las 
empresas utilizaron dicha herramienta, y que el 15,1% aumentaron los niveles de digitalización.  

15	� España cuenta con 43 millones de internautas, y, dentro de las ratios, destacan dos extremos. Prime-
ro, medias de seis horas navegando. Y dos horas (de deporte-vanidad) subiendo perfiles a la nube; 
vid Informe HOOTSUITE (2021).
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La toma en serio de la variante del SARS-19 entre la ciudadanía introduce otro cam-
bio de orientación en la génesis del TAD y del TT. Sus pautas de desenvolvimiento 
dibujan nuevos nichos ocupacionales a distancia y conjeturan un retorno operativo 
de tales fórmulas de empleo. La vuelta al teletrabajo viene siendo impulsada fun-
damentalmente por las grandes operadoras de telecomunicaciones16, y también 
ha recibido un pronto seguimiento por importantes corporaciones empresariales17. 
Algunos expertos barajan cifras próximas a las del inicio de la pandemia, hipótesis 
que considero muy relativa. Es verdad que el vertiginoso aumento de contagios 
sufridos con la sexta ola ha generado un “efecto bola de nieve” en la implementa-
ción del teletrabajo, pero, como vengo significando, tal tendencia encuentra más 
causa en vectores preventivos que funcionalistas. Distinguir ambos anclajes no es 
antojo teórico. Y es que, en efecto, si el TT se expande bajo los mimbres del primer 
paradigma, primarán más las abdicaciones de derechos de los tele-trabajadores, 
tanto como las prácticas elusivas de su tratamiento en los convenios colectivos. 
Dicho con más contundencia. Aumentarían las debilidades del régimen legal en el 
basamento del TAD. Distorsionarían las claves que precisamente requiere el abor-
daje del mismo en estos estadios de afianzamiento institucional. Y lo que es más 

16	  �Las apuestas por el TT han acontecido desde mediados de diciembre del 2021 con TELEFÓNICA a 
la cabeza. Pese a estar negociando con los sindicatos un macro-plan de bajas incentivadas, ha acor-
dado con tales representantes la posibilidad de teletrabajar a toda la plantilla hasta el 7 de enero. 
Hasta ahora su régimen elucidaba un modelo mixto, con dos días de teletrabajo regulado y uno flexi-
ble. Tras ese pistoletazo de salida, las otras tres grandes operadoras no han tardado en sumarse. 
Hasta ahora, las tres operadoras mantenían el esquema de tres días semanales de trabajo desde el 
hogar y dos presenciales. VODAFONE ha incoado fórmulas de teletrabajo voluntario pleno el 21 de 
diciembre, y lo extenderá hasta el 14 de enero. Esta operadora ofrece la posibilidad de trabajar du-
rante cuatro semanas al año desde cualquier lugar de España, siendo ya una medida independiente 
de la evolución de la pandemia. ORANGE también concede el teletrabajo voluntario hasta enero a 
sus empleados. Podrán teletrabajar todos los empleados de oficinas y sedes corporativas que no 
desarrollen actividades que requieran la presencia física. MÁSMÓVIL lleva ofreciendo la posibilidad 
de teletrabajar a todos sus empleados desde la segunda semana de diciembre (vid. El País, 22-11-
2021).

17	�  En efecto, la decantación por el TT ha encontrado eco en numerosas compañías de peso. El BBVA, 
el BANCO SANTANDER, y MAPFRE, vienen reforzando la opción de laborar más tiempo en remoto 
durante las Navidades y ulteriormente a tales fechas. El Santander recomendó a sus equipos la 
adopción de reajustes organizativos y por turnos para extender el TT. Hasta mediados de diciembre 
teletrabajaban entre el 20% y el 30% de la plantilla, pero la directriz ampliatoria está corroborándo-
se con bastante intensidad. El BBVA ha recuperado el criterio de voluntariedad respecto al trabajo 
presencial para los empleados pertenecientes a los servicios centrales, de hecho, hasta ahora se 
trabajaba un 60% en régimen presencial y un 40% en remoto. Las aseguradoras también siguen 
dicha tendencia. Mapfre da la opción de trabajar en remoto, salvo a quienes ostentan puestos de 
dirección, y siempre que el servicio lo permita. Antes de repuntar los contagios, el 90% de la plantilla 
laboraba en régimen de presencialidad empero con rotaciones, mientras que un 10% lo hacía en 
remoto. REPSOL no ha tomado ninguna medida adicional hasta la fecha. Tras la vuelta paulatina a 
las oficinas producida en dicha compañía en mayo de 2020, esta ha mantenido un modelo híbrido 
que permite tele-trabajar hasta tres días a la semana, de manera que el aforo nunca supere el 50%. 
De igual tenor participa CEPSA, cuya compañía dará prioridad absoluta al teletrabajo. Pasos análo-
gos vienen llevándose a cabo en las administraciones públicas. La Agencia Tributaria ha estatuido el 
teletrabajo hasta el 10 de enero, salvo los servicios presenciales, y la Generalitat Catalana ha fijado 
esta modalidad como fórmula prioritaria. El panorama expuesto otea, pues, un retraso tendencial del 
“regreso a la oficina”.
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grave. Habría un efecto en cadena en su objeto fenoménico, deslizándose además 
a los engranajes del “Derecho digital del trabajo” y a gran parte de los procesos 
implementadores de sus categorías jurídicas. 

3.	 �EL DESEQUILIBRIO ESTRUCTURAL  
DEL TRABAJO EN REMOTO

El trabajo en remoto entraña una fórmula político-jurídica que atempera intereses 
heterogéneos y variables disímiles. En general las instituciones regulatorias son 
focos de doble faz. Endógenamente, reciben el influjo de las fuerzas modeladoras 
del Derecho para luego proyectar, exógenamente, los flujos normados con su plas-
mación formal en textos jurídicos. La regulación del TAD infiere esa lógica con im-
portantes especialidades. En verdad su abordaje recibe influencias de muy diverso 
signo y orientación, y, desde ese aspecto, su gran reto, erigido en particularidad, 
estriba en atemperar intereses sobremanera opuestos. El teletrabajo es un fulcro 
receptor de ventajas y de correlativos inconvenientes. Las primeras hacen gala de 
un amplio cuadro funcionalista, aunque “mutatis mutandis los segundos también 
tienen amplias potencialidades distorsionadoras. Aparte de ello, el TAD opera a 
modo de “puente-tránsito”, es decir, transita desde la virtualidad a la facticidad, 
desde lo teorético a lo empírico, y en circularidades “in fieri”. La arquitectura nor-
mativa tiene la misión de equilibrar ese complejo puzle de utilidades y disfunciona-
lidades afectantes. La Ley 10/2021, de 9 de julio, subsume dicha mixtura vectorial, 
y proyecta exógenamente el equilibrio de fuerzas a las cuales propende mediante 
prescripciones mandatadas en el texto. Por si fuera poco, el TAD también es un 
foco receptor de sesgos instrumentales. Según demostraremos, esos sesgos dis-
torsionan la concepción del trabajo en remoto; penetran valorativamente en su ob-
jeto fenoménico, y vuelven a irradiarse en varias dimensiones. Soy de quienes dan 
gran relieve a ese régimen de disfuncionalidades, unas potenciales, otras incluso 
“no veladas”. Primero porque encierran los mayores riesgos del trabajo en remoto, 
y, además, porque tienen visos de materializarse en la práctica, lastrando con ello 
su evolución institucional.

A) Vectores condicionantes y de desenvolvimiento aplicativo

 1  Según venimos significando, el desenvolvimiento del TAD en España bos-
queja una trayectoria de crecimiento potencial dentro de un cuadro de variables 
combinatorias. La ductilidad material y estructural de dicha categoría, el carácter 
transversal de sus códigos, y los espacios de dispositividad previstos legislativa-
mente, allanan tales proyecciones. La multidimensionalidad de nuestro objeto co-
adyuva tales hipótesis. La yuxtaposición de objetivos profilácticos y funcionalistas, 
la convergencia de intereses laborales, empresariales, sociales y económicos, la 
trabazón de los cánones de flexibilidad y seguridad, incluso las contribuciones 
del TAD al cambio sistémico espoleado por el tecno-globalismo, avalan lo conje-
turado. El trabajo en remoto es una fórmula compromisoria político-jurídica, que, 
por serlo, dilata esas mismas posibilidades de desenvolvimiento operativo. Ahora 
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bien, la dimensión normativa no absorbe la conmixtión de variables. Los “inputs” 
realizadores del trabajo en remoto se entreveran con “outputs” socioculturales, 
psico-cognitivos y valorativos. Como cualquier otra institución jurídica, el TAD no 
es una categoría neutra, al contrario, es portadora de esquemas axiológicos y ma-
yores potencialidades de control político e ideológico, cuyas claves se difuminan 
con acuidad sutil y con muy sutiles tintes de invisibilidad. 

La consigna de que “el teletrabajo vino para quedarse” es un tópico-típico vocife-
rado entre el sector empresarial y el sector público. Por si fuera poco, la pandemia 
le atribuye tintes salvíficos en ambos sectores y sendas vertientes: profiláctica y 
de pragmatismo funcionalista. La LTAD abrió un complejo y delicado período de 
transición aplicativa. Hasta su promulgación el TAD nunca contó con un impul-
so propio, y, cuando hubo avances, siempre acontecieron en momentos de crisis 
(Trillo Párraga; 2021: 11). La etapa actual, que embrida la crisis sanitaria y la pro-
mulgación de la Ley 10/2020, abre lo que los sociólogos califican de “ciclo límite” 
(Elster J; 2000: 44). La COVID-19 evidenció, entre otras muchas cosas, el gran 
equívoco de las políticas de austeridad y su instrumentalización concomitante. Dio 
bríos donde justificar un profundo proceso de retrocesiones de derechos incoados 
por las “políticas liberistas” y los partidos sostenedores de ellas. Los ardides fi-
nancieros del capital privado se expanden exponencialmente y ponen a sus pies 
ejércitos de actores y gestores instrumentales (banca en la sombra, corrupción, 
algoritmos, financiarización sistémica, etc). En puridad siempre han dominado el 
funcionamiento capitalista, y dentro del mismo el desequilibrio estructural capital/
trabajo; lo que ocurre es que, durante las últimas cuatro décadas de expansión 
globalista, han cooptado márgenes de empoderamiento y riqueza sin precedentes 
en la historia. La crisis sanitaria al menos ha hecho evidentes ese cúmulo de reifi-
caciones instrumentales, muchas de ellas traducidas en profundas retrocesiones 
en la plataforma de derechos sociales. Las sacudidas del SARS-19 abre, por ello, 
una coyuntura propicia para desvincular los códigos forjados por el panlogismo 
económico, dejando atrás un modelo de crecimiento insostenible e injusto (vid. 
Casas Baamonde ME; 2021: 163). 

Pese al impulso dado al teletrabajo, su inercia arrastra un desenvolvimiento des-
igual y desequilibrado. Los ritmos en su implantación combinan ciclos de avances 
y retrocesos, y soy de quienes piensan que no tendrá una regularidad de afianza-
miento sólida a medio plazo. Las navidades del 2021-22 proyectan un retorno del 
TAD en los sectores tecnológicos y las administraciones públicas (muy en parti-
cular en el sector educativo). Ahora bien, es verosímil que esas previsiones bajen 
en pocos meses y de forma deslavazada. El trinomio: economía / salud / trabajo 
se antoja determinante, y, como hemos podido ver dentro y fuera de España, el 
primer canon querrá eclipsar los otros dos en la trayectoria venidera del TAD. La 
ecuación evolutiva, resolutoria del mismo, está muy expuesta a choques externos 
con suficiente capacidad para torcer sus líneas de desenvolvimiento. 

El estatuto regulatorio de la ley 10/2021 propende ser una fórmula equilibradora 
de las fuerzas incidentes en su objeto, pero como vengo significando sus reglas se 
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antojan incompletas. Muchos cánones del Derecho digital del trabajo son “códigos 
líquidos” en su trabazón técnico-temporal (mayor abstracción, más conceptos in-
determinados, rápidos desfases, inseguridad jurídica). Por si fuera poco, la imbri-
cación tecnológica y determinista de dichos códigos los diluye con suma facilidad 
en los procesos de desenvolvimiento de las instituciones normadas. Los cambios 
legislativos, aun bienintencionados y técnicamente aceptables, pueden no lograr 
los equilibrios a los que aspiran. Los marcos regulatorios tampoco traducen au-
tomáticamente los fines propendidos, y menos aún su transducción en bienestar 
social. Al contrario, las equidades equilibradoras, insertas teóricamente en los es-
tatutos jurídicos, pueden provocar distorsiones que revierten peyorativamente en 
las categorías normadas. A mi modesto entender, esos riesgos están muy presen-
tes en la LTAD, lo cual aconseja apuntalar los elementos distorsionadores de su 
desenvolvimiento evolutivo. 

 2  Comenzaré con un gran sesgo que condiciona las valoraciones técnicas y 
axiológicas de nuestro objeto: la incidencia en él de toda una terminología henchi-
da de positividad instrumental. Ya avancé antes las reificaciones que envuelven el 
cambio digital. La difusión tecno-informacional se acompaña de un “neo-lenguaje” 
lleno de acrónimos, paradigmas y nociones vanguardistas, las cuales se irradian 
en loor de neutralidad, objetividad y teórico progreso. Ese universo terminológico 
acaba extrapolándose de uno u otro modo en los constructos conceptuales de las 
categorías jurídicas y en los engranajes de su tejido regulatorio. Viene bien recor-
dar las raíces terminológicas del TAD. Su universo nocional procede del prefijo 
“tele”, es decir, un constructo proveniente del griego antiguo (“τῆλε”: lejos, dis-
tancia) cuya designación volvió a experimentar ulteriores derivaciones (“τέχνη”: 
“tékné/técne/téchne”, o sea, técnica, elaboración, fabricación material). Pues bien, 
sendas raíces se embridan en la etimología del TAD y confluyen nocionalmente 
en él. Una primera cosmovisión connota, en efecto, un sentido de lejanía y sepa-
ración respecto de un punto proyectivo y referente. De otra parte, la segunda ideo-
grafía retroalimenta la anterior, y conecta esta vez con el canon de avance social, 
nocionalmente inserto en el término “tecnología”. 

El uso difusivo de TICs recaba una cosmovisión general de progreso teórico, y a 
su vez irradia una ideografía determinista de avance civilizatorio. La reificación 
resultante persuade “per se”, dada la imbricación de ambos parámetros en los pro-
cesos de evolución tecnológica y crecimiento productivo. No es baladí que ese es-
pectro nocional, forjado por el tecno-globalismo, participe de dichas “revoluciones 
conceptuales”. El universo léxico al uso (v.gr. tele-trabajar”, “tele-presencia”, “te-
le-disponibilidad”, “tele-prestación”, “tele-formación”, “laborar en red”, “laborar en 
remoto”, etc) hace suyo un halo de progreso, y proyecta a la vez cosmovisiones 
de positividad. Ese vocabulario atribuye a la tecnología una cualidad valiosa, in-
cluso confiere a nuestro objeto un halo de “cualidad íntima”. La expresión “tele-tra-
bajo” tiene la capacidad léxica de diluir el signo ortográfico que separa el prefijo 
del concepto matriz, lo que es tanto como difuminar nocionalmente los espacios 
de privacidad y profesionalidad. Quiérase o no admitir, las nociones forjadas por 
el panlogismo económico instrumentalizan psico-cognitivamente. Es más, tienen 
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https://es.wiktionary.org/wiki/%CF%84%CE%AD%CF%87%CE%BD%CE%B7
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la capacidad de sesgar heurísticamente el concepto “trabajo”. Pondré algunos 
ejemplos que ilustran lo aseverado. 

Por una parte, el halo de positividad que envuelve el TAD tiene la facultad de 
difuminar las desventajas del mismo. Puede incluso transmutar dialécticamente 
los códigos opuestos: débito, obligación, carga de trabajo. Este último término se 
transforma conceptualmente: deja atrás su acepción “física” (v.gr. automatización 
de tareas manuales) para hegemonizar las vertientes “mentales” e intelectivas 
de las ocupaciones. El “homo digital” maneja datos, filtra y gestiona caudales 
de información, y para ello se vale de herramientas que actúan autónomamente 
y con acuidad predictiva (programas, algoritmos). Pandemia y “algoritmocracia” 
se dan la mano digitalmente y en el terreno de la salud mediante una amalga-
ma de “appss”, “chatbots”, “software de diagnóstico” y sistemas multivariantes de 
gestión y decisión (vid. Rivas Vallejo P, 2021: 48 y 77). Para mayor abundancia, 
el trabajo en remoto “dulcifica” el canon de subordinación. La flexibilidad opera-
tiva del TAD, y las categorías parciales suyas, atenúan los rasgos típicos de la 
dependencia, y, a cambio, valorizan un trinomio de factores que elevan el con-
tenido funcional de la prestación a escalas más amplias, como es el caso de la 
“autonomía”, la “iniciativa”, o el “control” de la actividad laboral. Los procesos de 
permeabilización funcional, activados con la hegemonía digital, o la licuefacción 
de las acepciones peyorativas del constructo “trabajo”, contribuyen a distorsionar 
el TAD desde varios planos: material, gnoseológico e institucionalmente. Particu-
larmente abogo por diseccionar el paradigma digitalizador en cuatro dimensiones: 
la digitalización (proceso creador de vínculos de interconectividad permanente), el 
“digitalismo” (ideología liberal que catapulta el dominio mercadológico y la sustitu-
ción del quehacer político mediante TICs) el “datismo” (capacidad computacional 
y de almacenamiento de datos) y la “digitalidad” (resultado tecno-global y hecho 
irreversible de la “informacionalización”). Todos ellos forman una tetrarquía de va-
sos comunicantes, de manera que sus elementos se retroalimentan de forma he-
gemónica y expansivamente. 

Los cuatro vectores, y más en particular los dos últimos, tienen suficiente capaci-
dad para desmaterializar, “des-factificar” y “des-corporeizar” fenoménicamente. A 
nivel macro y general, transmutan “lo concreto” en “inconcreto”. El caso más claro 
lo personifica la “inteligencia artificial”. Hablamos de dispositivos evaluadores que 
gestionan las materias objeto de explotación mediante modelos computacionales, 
cuyo funcionamiento auto-modifica el sistema retroalimentándolo automáticamente. 
Nuestro paradigma, y su amedrantador acrónimo (IA), tiene la capacidad de explotar 
las “no cosas” (informaciones) transformando las cosas en “infómatas” (Chul-Han, 
2021:13, 21). En la economía digital la creación de valor pivota sobre la capacidad 
personal (trabajadores y teletrabajadores) y/o tecnológica (TICs, computación, algo-
ritmos) para procesar informaciones (bits, datos). Pues bien, el TAD es un apéndice 
transductor de los parámetros descritos. Entre otras utilidades, tiene la facultad de 
expandir un jaez de pseudo-integraciones (células de teletrabajo, conexiones en 
red) en un régimen de discontinuidades (locativas, geográficas, temporales, funcio-
nales, etc) y en condiciones de aislamiento, material, personal y profesionalmente.  
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El escenario descrito dilata expansivamente las condiciones funcionales de los 
teletrabajadores. No es baladí la centralidad conferida a los factores de valoración 
para encuadrar laboralmente a dicha fuerza de trabajo. Tales factores (iniciativa, 
autonomía etc) llevan tiempo hegemonizando los sistemas clasificatorios, pero el 
dato destacable es la intensificación de su empleo en el encuadramiento de los 
tele-trabajadores. Al elevar su clasificación a escalas más amplias y abstractas, 
extienden las intervenciones actualizadoras y modalizadoras realizables en ese 
aspecto por los empleadores laborales. Utilizando un juego de palabras, podría-
mos decir que los “procesos determinativos” de las prestaciones info-digitales se 
“indeterminan” funcionalmente. Tensan los cánones generales del derecho de obli-
gaciones (ex arts. 1261.2, 1271 y 1273 CC) en loor de abstracción (vertiente técni-
co-exégetica) y abdicación (vertiente político-jurídica). Para mayor abundamiento, 
las prestaciones digitales se expanden en una cadena funcionalista. La actividad 
profesional de los teletrabajadores sigue un “iter” de encargos a proyecto” que 
difumina sus límites, y con propensión de concatenarse “sine delectu”. La conver-
sión de dichos factores clasificatorios en epicentros del encuadramiento amplifica 
“per se” los procesos de “determinabilidad objetual” del TAD. Por si no hemos de-
parado bien, la centralización de dichos vectores factoriales acontece a costa de 
los estrictos elementos técnico-clasificatorios (cometidos, funciones, tareas, pues-
to laboral, etc). Todo lo cual amplifica la “fenomenología distorsionadora” general 
que venimos apuntalando en este estudio. 

Aparte lo anterior, los tele-trabajadores construyen ideográficamente una aspira-
ción de rol: “llegar a ser tu propio jefe”. Desarrollan cometidos profesionales infor-
matizados sin moverse de sus domicilios o de los lugares elegidos para laborar. 
Los factores “autonomía” vs. “iniciativa” se enhebran con los factores “control” vs. 
“responsabilidad”, primando no obstante los primeros sobre los segundos. Esas 
combinaciones factoriales dilatan los márgenes utilizables al diseñar aplicativa-
mente el desenvolvimiento de las obligaciones contractuales. Los teletrabajado-
res organizan en remoto los tempos de trabajo, y ponen en práctica un orden de 
preferencias en los cometidos atendibles al efecto, bien sea siguiendo un régimen 
de instrucciones empresariales o aplicando criterios propios y autónomos de pre-
lación. Por si fuera poco, el contexto descrito adquiere un cariz impositivo, sin 
apreciarse apenas sus sesgos. Las fenomenología tecno-informacional no visibili-
za sus magnitudes reales disruptivas, entre otras cosas, porque permite proyectar, 
amplificar y verbalizar las bondades de la sociedad red “en el nuevo ágora paralelo 
de una ciudadanía digital universal” (Angulo Bahón, 2022: 49).    

La digitalización y las TICs irradian dos vectores de “convergencia opuesta” en la 
fenomenología socio-jurídica del TAD. Por una parte, “comprimen expansivamen-
te” el régimen funcional de los teletrabajadores. Ya he tenido ocasión de subrayar 
este fenómeno, pero para ilustrarlo basta colacionar un cometido prestacional: 
el tratamiento del correo electrónico. Tal cometido anuda las tareas de atención 
y respuesta, y ambas cosas transitan por: actos de agenda, actos de lectura in-
terpretativa, actos de indagación, actos de gestión, y actos de redacción y con-
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siguiente envío. Las TICs y el correo electrónico llevan tiempo normalizados en 
nuestras prácticas diarias, sin depararse en algo esencial: consume gran canti-
dad de (nuestro) tiempo, y por ende fagocita “energía cognitiva”. Obviamente, la 
atención y respuesta a mensajes digitalizados es una función idiosincrásica del 
tele-trabajo. Ahora bien, la com-presión realizadora de un cometido, cuya centra-
lidad es básica en el tecno-globalismo, expande los pasos parciales necesarios 
para su afrontamiento. La digitalización divide los contenidos funcionales sin solu-
ción de continuidad (v.gr. “multitareas”) sin depararse en la multiplicación de los ni-
veles de estrés que aparejan dichos procesos de fragmentación exponencial. Los 
derechos de desconexión digital, estatuidos al hilo de la Loi Travail Nº 2016-1088 
tienen un escaso recorrido institucional, y en nuestro caso adolece de un régimen 
cacofónico e insuficiente ex art. 89 LOPD, cuya redacción es tan vaga y remisoria 
que ni siguiera define tan vanguardista derecho18. 

Por el polo opuesto, y según avanzaba antes, el TAD amplifica las facultades de 
control directivo gracias a la versatilidad técnica de los dispositivos digitales (mo-
nitorizaciones, algoritmos, etc). El teletrabajo emula por momentos la cabeza bi-
fronte del Dios Jano. Un lado de ella concede a los tele-trabajadores márgenes 
oblongos de libertad y autonomía. Y el otro dilata expansivamente las facultades 
de vigilancia y control directivo. Sabemos que, en este aspecto, la arquitectura jurí-
dica habilita un régimen de garantías iusfundamentales, sin embargo, el canon de 
proporcionalidad Constitucional concede a las empresas amplios márgenes ope-
rativos con solo aplicar escuetos retoques operativos en los diseños organizacio-
nales añadiendo acuidades afinadas de las medidas de salvaguarda. El “info-con-
texto de la digitalidad” instila, en fin, fórmulas invisibles y variopintas de control 
directivo, pero, sobre todo, multiformes instrumentos de oculto dominio político. 

Las empresas españolas han sabido integrar las TICs y el comercio electrónico en 
sus modelos de negocio, de manera que la irradiación difusiva de tales herra-
mientas propicia un régimen de construcciones cognitivas que “des-comparti-
mentalizan” los formatos de espacio y tiempo entreverándolos estructuralmen-
te. La desubicación de los lugares de trabajo (dimensión espacial o locativa) 
y el “aceleracionismo digital” (dimensión temporal) permeabilizan tales pará-
metros, y esa licuefacción revierte en el desenvolvimiento de las relaciones 
profesionales. Hacen de las condiciones de trabajo dispositivos mutables, 
inestables, volubles y efímeros, recabando el “hiperglobalismo” y la compe-
titividad como motores de transmutación. Por si fuera poco, el uso masivo y 
continuo de los dispositivos tecnológicos forja “cosmovisiones de cercanidad 
y familiaridad”. Esas ideografías irradian un “segundo efecto permeabilizador” 
de los ámbitos personales, profesionales y familiares de los tele-trabajadores. 

18	  �Sobre el régimen de aquella iniciativa modificadora del Código de Trabajo francés, y su plasmación 
ulterior ex art. 89 LOPD, me remito a mis estudios: (2020) y (2017.b). El estrés excesivo que produce 
la atención de los correos electrónicos ha llevado a algunas empresas (HP) a limitar las respuestas 
a los mismos en los estadios iniciales y finales de la jornada de los teletrabajadores. 
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2 La interconectividad permanente difumina los filtros cognitivos entreverando 
informaciones de índole profesional, personal y extralaboral. Bien es verdad 
que la LTAD prevé un cuadro de reglas delimitadoras y garantistas, sin embar-
go, hipostasio un “régimen contractivo” del TAD en esta fase de afianzamiento. 
Incluyo en este término los contextos de anomia regulatoria, así como las co-
hortes de teletrabajadores no declarados como tales o que intervienen en zonas 
grises de para-laboralidad

 3   El siguiente bloque de condicionantes se encuentran en el tejido del TAD y su 
multidimensionalidad caracterizante. Según vimos, el trabajo en remoto es un eje 
de convergencia de intereses disímiles, y, entre sus utilidades, destaca su capa-
cidad para equilibrar los vectores incidentes en él, pese a provenir “ab origine” de 
extremos opuestos. Nuestra categoría opera a modo de fórmula atemperadora y 
compromisoria a la par. El primer rol opera en el terreno jurídico, y, en ese aspecto, 
el TAD equilibra institucionalmente el jaez de intereses irradiados alrededor suyo 
(empresariales, colectivos, derechos de los tele-trabajadores, cánones iusfunda-
mentales, propiedad industrial, etc). Ahora bien, trabajar en remoto trasciende de 
dicho gozne material y jurídico. Las funcionalidades del TAD también se imbrican 
estructuralmente en el tejido socio-cultural, político y económico, y, desde estos 
ámbitos, su objeto proyecta un rol compromisorio que atañe y afecta a la entera 
sociedad. 

Podemos coincidir que un desenvolvimiento correcto, perfilado y ponderado del 
teletrabajo activa inercias beneficiosas en varias dimensiones. Cosa aparte es 
que las ventajas –teóricas- del TT nublen los defectos (que son muchos) y que las 
distorsiones valorativas sesguen los procesos regulatorios y, sobre todo, aplicati-
vos. Las categorías jurídicas, como instituciones sociales que son, generan heu-
rísticos valorativos, incluso forjan cosmovisiones que condicionan el tratamiento 
otorgable a través del Derecho. La utilidad funcionalista del trabajo en remoto, con 
la crisis sanitaria de trasfondo, asientan códigos de “panpsiquismo constitutivo” y 
de “panpsiquismo emergentista”19 en el tejido social. Pues bien, dichos cánones 
filtran proyectivamente las inferencias de dicho cuadro valorativo. Finalizaré estas 
líneas con una reflexión hecha recordatorio. El fenómeno de trabajar en casa o en 
remoto recuerda “fervores” otrora profesados a instituciones relativamente próxi-

19	  �El “panpsiquismo” es una teoría que erige la conciencia fenoménica (experiencia o propiedades 
fenoménicas) en ubicua, y anclaje constituyente de la realidad (vid. ORTIZ MEDINA; 2022: 67-68).  
Los seres humanos construimos códigos desde la experiencia y los interiorizamos psico-cogniti-
vamente a través de la conciencia. La construcción de categorías socio-jurídicas, y sobre todo la 
promulgación de textos que les dan carta de naturaleza formal, irradian propiedades fuertemente 
emergentes. La normatividad elaborada alrededor del TAD se embrida en la realidad del mismo, 
vehiculando los vectores-fuerza incidentes en su objeto. Toda la fenomenología resultante de las 
relaciones entre los códigos materiales, axiológicos y jurídicos es producto de ese complejo juego 
causal.
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mas en el tiempo. Hace tres décadas aconteció una convergencia de intereses 
parecida alrededor de la polivalencia. Esta categoría, recogida en el art. 22.4 ET, 
también propende equilibrar vectores disímiles, y fue asimismo presentada como 
una fórmula compromisoria de intereses opuestos20. Así las cosas, la experiencia 
empírica ilustra múltiples sesgos aplicativos y valorativos (v.gr. adición, sin más, 
acumulativa de cometidos laborales, sin acciones integradoras de reconversión 
profesional) ergo, salvando las distancias, esas distorsiones pueden acontecer 
“mutatis mutandis” con el trabajo a distancia y el teletrabajo. 

a)	 �Ventajas, disfuncionalidades y distorsiones potenciales del 
trabajo en remoto 

Como venimos significando, el trabajo en remoto elucida una fórmula político-ju-
rídica que atempera intereses heterogéneos y variables disímiles. En verdad el 
TAD, como categoría-gozne de la informacionalización, abre amplias ventanas de 
oportunidad para las empresas y las personas trabajadoras, ahora bien, dichas 
funcionalidades “in fieri” conviven con vectores opuestos. El abordaje dado al tra-
bajo en remoto en tres textos consecutivos (RDL. 28/2020, de 22 de septiembre, 
RDL 29/2020, de 29 de septiembre, y Ley 10/2021, de 9 de julio), con la crisis 
sanitaria de trasfondo, han puesto sobre la mesa las tensiones de dicha dialéctica 
factorial. La valencia concreta de cada factor (defectos/ ventajas por separado) y 
los alineamientos alrededor de ellos (bloques de fuerzas acumulables) inclinan a 
uno u otro lado el complejo juego de equilibrios que propende el TAD. Sabemos 
que el cuadro de ventajas es amplio, y que sus flujos retroalimentan transversal-
mente su significación. Ahora bien, manejamos utilidades de carácter potencial y 
teórico, y lo que es más importante: entreveran sesgos instrumentales, amén de 
riesgos que tienen visos de materializarse en la práctica. 

El legislador ha dado testimonio de dichas confluencias vectoriales en la Exposi-
ción de Motivos de la Ley 10/2021. El contenido de dicho preámbulo ilustra esa 
yuxtaposición de aspectos positivos y negativos, por ello conviene colacionarlos 
más allá de su plasmación formal en el prefacio pues, además, ejercen gran influjo 
en las valoraciones fenomenológicas del TAD y en su evolución. Según veremos, 
las variables se irradian en tres ámbitos: dos atañen a intereses de empresarios 
y trabajadores, mientras que el tercero trasciende a dimensiones más ambiciosas 
de índole sociopolítica. El juego de combinaciones plantea entonces seis paráme-

20	  �En efecto, la polivalencia ponderaba intereses propios del banco empresarial (flexibilidad funcional) 
del banco social (recualificaciones profesionales) amén de trascender a otras dimensiones socioe-
conómicas (mejora en la gestión del factor trabajo, superación del trabajo especializado de sesgo 
taylorista etc..; vid ALEMÁN PÁEZ (2014; y 2015: 250-253). 
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2 tros, cuyos elementos modulan la fenomenología del TAD. En su conjunto tensio-
nan nuestro objeto pues, de una u otra manera, son fuerzas modeladoras suyas21. 
Tales interacciones factoriales alteran la ponderación de intereses que propenden 
ser equilibrados institucionalmente, y muchas de sus disfuncionalidades tienen 
visos de aflorar y abrirse paso en estos estadios de implantación material de la ley. 

1) La ventaja idiosincrática del teletrabajo centraliza su objeto estructuralmente, y 
estriba en la plasticidad institucional, locacional y operativa del mismo. El trabajo 
en remoto irradia códigos motivacionales (“v.gr. adaptar el trabajo a la vida y no 
la vida al trabajo”) cuyos heurísticos ejercen gran influjo en su régimen axiológico 
y regulatorio. La posibilidad de permutar los espacios laborales y de ejercer los 
cometidos profesionales en sitios alternativos, convierte el TT en una herramien-
ta útil, versátil y flexible, y que además resulta aplicable a un amplio cuadro de 
actividades y ocupaciones. La elección de los espacios de trabajo y los acuerdos 
“inter-partes” también abren un arco funcionalista que, además, concatena efec-
tos en numerosas categorías. Los teletrabajadores laboran sin moverse de sus 
domicilios o desplazándose a los lugares escogidos al efecto. Diseñan los ritmos 
de trabajo, marcan los tempos de descanso, y organizan la carga laboral según la 
agenda empresarial, la relevancia de las tareas y el orden de preferencias asigna-
bles. Esta dosificación funcionalista abre regímenes de “recuperación” del tiempo 
laboral, del mismo modo que la optimización del teletrabajo vuelve a concatenar 
ulteriores ventajas en otros ámbitos relevantes (conciliación, unificación familiar, 
diseño de objetivos, combinación del trabajo profesional con tareas domésticas, 
menor estrés, menos desplazamientos, favorecimiento formativo, etc). El TAD es 
una fórmula “auto-gestional” que permite disponer de más tiempo operativo, cuyos 
márgenes repercuten positivamente en el rendimiento. El horario flexible mejora 
teóricamente la calidad de vida, y también valoriza la actividad profesional realiza-
da gracias a su abordaje autónomo e independiente. 

2) Las funcionalidades teóricas de trabajar en remoto se extienden al empleador 
laboral y al contexto organizativo. Para empezar, el TAD conecta de lleno con las 
transformaciones técnico-digitales, es más, tiene la particularidad de operar a la 
vez como objeto (medio) y sujeto (instrumento) de las intervenciones desarrolla-
bles empresarialmente. De serlo así, optimiza sendas vertientes aprovechando la 
normalización sociocultural de la digitalización, sobre todo entre las nuevas ge-
neraciones, dada su familiaridad etaria con las TICs. El trabajo en remoto insti-
tuye “células de laboralidad”, y estas constituyen fórmulas organizacionales cuyo 

21	  �Sobre la yuxtaposición de ventajas, riesgos e inconvenientes del TAD y del TT, vid: FERRER COR-
TINES O y MARTÍNEZ SABATER I (2021:5-19); GOERLICH PESSET (2021:7-13); VILLALBA SÁN-
CHEZ A (2021:431-439); RODRÍGUEZ ESCANCIANO S (2020:145-204); FERNÁNDEZ NIETO L 
(2020: 1 y ss); PEREZ DE LOS COBOS y THIBAULT ARANDA (2001: 25-30); INSHT (Nota Técnica 
nº 412: 2); ó ALEMÁN PÁEZ (2020: 13-19). El cuadro factorial que colacionaremos es una síntesis 
combinatoria de tales análisis.  

https://es.wikipedia.org/wiki/Estr%C3%A9s
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2 alcance pende de las estructuras articuladas nodularmente. La implementación 
del TAD proporciona a las empresas utilidades cuantitativas (costos, recursos) y 
cualitativas (optimización de la gestión y mejora teórica del rendimiento) y ambas 
ventajas vuelven a generar valores añadidos. El TAD permite minorar las líneas 
jerárquicas e implantar criterios de horizontalidad funcional, lo que, sobre el papel, 
facilita la aplicación de modelos participativos en el diseño de las organizaciones. 
Las mejoras en la ordenación material de los puestos optimizan la gestión de los 
recursos humanos, repercutiendo favorablemente en los niveles de productividad. 
También perfilan los modelos de negocio por objetivos. Afinan los plazos de en-
trega de los proyectos y encargos, y coadyuvan una ejecutoria de calidad en los 
servicios ofrecidos gracias a la inmediatez digital o el trato telemático con los clien-
tes. En términos de capital humano, el TAD y el TT constituyen canales de capital 
social, y afianzan, según los contextos y resultados, patrones de confianza tipo 
“bridging” (planos de horizontalidad) y “linking” (patrones jerárquicos y verticales). 
El trabajo en remoto recaba tales estructuras a través del sistema clasificatorio 
(categoría reconocida contractualmente). 

La separación espacial de los teletrabajadores de los puestos presenciales requie-
re lógicas de aproximación que “compensen” el condicionante del espaciamiento 
físico, y, en ese aspecto, el TAD es un fulcro transductor de ese arco de interac-
ciones digitales, comunicacionales, informativas y colaborativas. Crea vínculos re-
lacionales y conectivos entre los individuos-teletrabajadores, las células locativas 
(puestos), las redes de interacción (grupos), los ejes matrices (empresa, centro 
de trabajo) y los nódulos de irradiación (jefaturas y sujetos responsables organi-
zacionalmente). Según decía, el diseño jurídico-organizacional del TAD y el TT 
enhebra relaciones tipo “bridging”/ “linking”, no en vano  afianza, o deslazaba, se-
gún los casos, esos valores socio-organizativos en términos de capital social y de 
rendimiento último del factor trabajo22. Teóricamente la cohesión de tales vectores 
disminuye los niveles de absentismo en la plantilla; reduce los problemas de con-
vivencia entre empleados, y abarata los costos de producción y equipamiento. La 
flexibilidad funcional y horaria permite hacer intervenciones rápidas en la gestión 
del trabajo. También se aduce mejoras en las políticas de contratación y selección 

22	  �El constructo “capital social” (CS), forjado por la teorética de sistemas, integra un conjunto de recur-
sos reales y potenciales vinculados al uso y posesión de una red (social, tecnológica, etc) tenden-
cialmente perdurable. Se constituye y funciona a través de conexiones o redes sociales estables, 
procura beneficios de reconocimiento mutuo, y se transforma en valores y/o bienes grupales. Para 
P. BOURDIEU (1986: 241-258) el capital social pende de la capacidad que despliegue el contenido 
sustantivo del mismo para generar interacciones estables al hilo de su dinámica interna y de las 
apropiaciones y beneficios producidos con dicho desenvolvimiento. La significación resultante del 
CS es una variable dependiente de la relevancia potencial subyacente en las nuevas realidades 
apropiables socialmente. El diseño jurídico-organizacional del TAD y el TT propician, por tanto, rela-
ciones tipo “bridging” (vinculaciones en planos de horizontalidad) y “linking” (vínculos jerárquicos y 
verticales). Vid asimismo el estudio de LOZARES C, LÓPEZ ROLDÁN P, JOAN MIQUEL VERD JM, 
JOEL MARTÍ J, MOLINA JL (2011).
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2 de personal, y la retención de talento de los más cualificados y su permanencia en 
la empresa. Todos los factores descritos allanan las políticas de expansión de los 
modelos de negocio, y abren patrones de crecimiento sin tener que acometerse 
cambios estructurales de base.

3) El tercer bloque de ventajas trasciende las vertientes anteriores, y nos lleva a 
dimensiones más amplias, generales y proyectivas. La teorética del TAD conjetura 
transformaciones de gran calado ecológico y sociopolítico. El trabajo a domicilio 
minora los desplazamientos de la población, de suerte que, al restringirse el uso 
de vehículos, ello vuelve a concatenar otras causalidades y así: reducción de los 
niveles de contaminación atmosférica y acústica, rebajas en la emisión de gases 
de efecto invernadero, menor dependencia petrolífera, y mejoras generales en 
la protección del medio ambiente. El trabajo en remoto también conjetura avan-
ces en las políticas de integración de las personas con discapacidad, las cuales 
pueden encontrar cauces de salvaguarda de sus ocupaciones a través suyo23. 
Por último, el TAD puede coadyuvar las políticas de repoblación de los entornos 
rurales. La alta densidad poblacional de nuestros núcleos urbanos, y el deseo de 
mejorar la calidad de vida, viene propiciando un regreso a los pueblos y al mundo 
rural. El TT viene a ser entonces una herramienta facilitadora de tales decisiones 
de movilización ecológica, y un paliativo para los fuertes desequilibrios de la “Es-
paña vaciada”. 

4) Según avanzamos, pese a las funcionalidades sintetizadas, el TAD también 
encierra disfuncionalidades operativas, y un primer bloque de ellas revierte en el 
estatuto socio-jurídico de los teletrabajadores. Ya vimos antes que la utilidad idio-
sincrásica del trabajo en remoto estriba en la versatilidad institucional del mismo, 
ahora bien, tales atributos pueden operar en sentido inverso distorsionando sus 
cauces de desenvolvimiento material. Un primer riesgo hunde sus raíces en los 
niveles de informalidad del TAD. Su objeto se instituye mediante acuerdos anexos 
a otras modalidades contractuales, y, por si fuera poco, opera intersticialmente en 
“espacios-límite de para-laboralidad”. Sabemos que su estatuto jurídico prevé un 
arco de garantías formales y constitutivas (v.gr. forma escrita, contenidos mínimos, 
ex arts. 6 y 7 LTAD) sin embargo es muy probable la elusión de tales códigos y que 
se opere en espacios de informalidad formal y material. Estos extremos se hacen 
extensibles a las prestaciones básicas: prestación funcional, tiempo y régimen 
retributivo. En cuanto a lo primero, el “efecto permeabilizador” de los contenidos 
digitales, su conmixtión funcionalista, o el régimen de encomiendas por objetivos, 
dilatan sobremanera el objeto prestacional del TAD, lo que, sumado a la flexibilidad 
horaria y la permeabilidad líquida de los tempos de trabajo y descanso, amplifican 

23	  �En los términos de la Directiva 2008/78, de 27 de noviembre, sobre establecimiento de un margo 
general de igualdad de trabajo en el empleo y la ocupación, y del RDLeg. 1/2013, de 29 de noviem-
bre, de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social.
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2 “in extenso” el débito obligatorio. Todo ello tiene su correspondiente corolario en el 
tratamiento de las condiciones retributivas, y, muy en particular, en el tratamiento 
dable a los conceptos salariales o extra-salariales ex arts. 7.b y 12 LTAD. 
Con todo, los riesgos más graves se encuentran en las condiciones de aislamien-
to y desconexión de los teletrabajadores. La desvinculación espacial de las uni-
dades productivas y la detracción de las relaciones personales constituyen un 
gran foco difusivo de riesgos. El TT es un epicentro potencial de conflictos, entre 
otras cosas, por la yuxtaposición de los contextos laborales y familiares. Los tele-
trabajadores extrapolan a dichos entornos las situaciones estresantes, negativas o 
estrictamente obligacionales24. Los derechos de desconexión (ex arts. 18 LTAD y 
89 LOPD) derrubian aplicativamente, y allanan el camino a multiformes etiologías 
psicosociales. La densidad informativa, filtrable por los tele-trabajadores, expande 
expansivamente los contenidos funcionales de la prestación laboral, lo que, a su 
vez, extiende el tiempo de trabajo y de jornada teórica. Esas extensiones inten-
sifican gravosamente los niveles de carga mental de trabajo. El derrubio descrito 
irradia sinergias al ámbito personal y familiar de los trabajadores en remoto, cuyos 
escenarios se inundan de las toxicidades generadas en dichos contextos de den-
sidad informativa y aislamiento paralelo. Las condiciones de soledad y detracción 
social repercuten en los niveles de rendimiento, y activan el cuadro de etiologías 
imbricadas en el paradigma tecnológico (“nomofobia”, adicciones, sedentarismo, 
ciber-cansancio, tecno-estrés, “network mobbing”, fatiga informática, “burn out”, 
cuadros ansiosos y depresivos, etc). El tercer bloque de riesgos trasciende de la 
esfera individual. La desvinculación de los centros de trabajo tiene sus consiguien-
tes repercusiones en la trayectoria profesional de los teletrabajadores. El régimen 
de ascensos puede focalizarse sobre los trabajadores presenciales, y aumentar 
además las brechas de género y las discriminaciones indirectas. En ese mismo or-
den de ideas, el TT distancia la fuerza laboral de sus unidades productivas, diluyen-
do con ello los vínculos directos con los representantes de los trabajadores, todo lo 
cual debilita gravemente la acción sindical en la empresa y el propio sindicalismo.
 
5) Las disfuncionalidades del TAD afectan esta vez al empleador. El primer bloque 
de defectos potenciales se imbrica en las dimensiones organizativas del trabajo en 
remoto. Su implementación debe partir de una planificación funcional-temporal de 
los cometidos encargados a los teletrabajadores, en cualquiera de sus vertientes 
(por días, turnos, etc..). La aplicación del teletrabajo transita previamente por un 
régimen de prospecciones funcionales, estudios de tiempos y de carga laboral 
(tareas realizables, plazos de entrega, etc..) cuyos extremos deben diseñarse “ex 
ante” a la asignación de los encargos digitales. Laborar en remoto recaba el coro-
lario de las órdenes directivas ex art. 5.a y c y art. 20 ET tanto como referenciacio-
nes de las obligaciones dimanantes del puesto. Esta dialéctica, inserta en los me-

24	  �Para la OIT: “El teletrabajo provoca con frecuencia niveles más altos de intensidad laboral y más 
probabilidades de conflicto entre trabajo y familia. También puede afectar al bienestar de los traba-
jadores o aumentar sus niveles de estrés”.



36

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  E
N

ER
O

 2
02

2 canismos actualizadores del débito, se acusa mucho más en el TAD debido a las 
condiciones técnicas, estructurales, materiales que lo circundan. Sin dichas pre-
visiones analíticas y de diseño organizacional y funcionalista, y sin ponderaciones 
razonables de las responsabilidades encomendadas, el TAD se torna ineficaz; y lo 
que es peor, revierte tales defectos por irradiación en los nódulos organizativos e 
incluso matricialmente. La realización de servicios profesionales La prestación de 
servicios extramuros de las unidades empresariales y de los patrones de presen-
cialidad, exige una correcta ordenación de tales células de trabajo. Es más, hay 
una relación directa entre tales requerimientos funcionales y las ramificaciones 
inervadas en/desde la empresa matriz (número de unidades laborales en remoto 
y gestión sistémica de las mismas). 

El escenario descrito conecta entonces con la problemática de los sistemas de 
vigilancia y control. Tanto la Ley 10/2020, de 9 de julio, como la LO 3/2018, de 5 
de diciembre, prevén un cuadro de reglas y garantías aplicativas de las medidas 
de vigilancia (ex. arts. 17 y 22 LTAD, y arts. 87 a 91 LOPD), ahora bien, esas di-
mensiones normativas también ilustran una relación de proporcionalidad esta vez 
inversa entre la inflación de las facultades de control digital, harto palmarias ex 
art. 22 LTAD, y la deflación de los códigos protectores iuslaborales25. El TT multi-
plica las brechas de seguridad, tanto como los incumplimientos potenciales de la 
normativa de protección de datos. Los defectos de coordinación entre las unida-
des matrices, los teletrabajadores y los trabajadores presenciales crean fallos de 
gestión cuyas deficiencias repercuten indefectiblemente en el rendimiento de los 
modelos de negocio y la calidad de los mismos. En otro orden de ideas, el trabajo 
en remoto puede minorar la identificación de los teletrabajadores con la empresa 
y el sentido de pertenencia corporativa. A su vez, tales desvinculaciones del logo 
empresarial allanan actitudes poco diligentes, incluso conductas desleales en la 
fuerza de trabajo. 

6) El último bloque de disfuncionalidades atañe a las dimensiones sociopolíti-
cas, las cuales elevan sus vectores a escalas más amplias y generales. Según 
significamos, el TAD puede propiciar relaciones interpersonales superficiales y 
distantes, siendo un caldo de cultivo de “conductas anómicas” y de procesos de 
alienación. El teletrabajo instila una paradójica “alienación consentida· que, sin 
embargo, oculta y posterga los efectos del “auto-extrañamiento”. También signifi-
camos la proclividad del TAD para sortear el cumplimiento de las normas labora-
les. La Ley 10/2020 prevé un régimen de obligaciones empresariales, destacando 

25	�  La construcción que principia el art. 22 LTAD, referido a las facultades de control empresarial, es 
bastante ilustrativa: “La empresa podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia 
y control para verificar el cumplimiento por la persona trabajadora de sus obligaciones y deberes la-
borales, incluida la utilización de medios telemáticos”. La licuefacción, a la que hacemos referencia, 
se infiere de la construcción normativa subsiguiente en oposición dialéctica a lo anterior (…” guar-
dando en su adopción y aplicación la consideración debida a su dignidad y teniendo en cuenta, en 
su caso, sus circunstancias personales, como la concurrencia de una discapacidad”).
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2 entre ellas los códigos de naturaleza precautoria y la evaluación de los escenarios 
realizadores del trabajo en remoto (sección 4ª, arts. 15 y 16 LTAD). Sin embar-
go, soy de quienes relativizan el estricto cumplimiento de dichos cánones pre-
ventivos, conjeturando la religación del art 16 LTAD al ámbito formal. De análo-
go tenor participan los nichos de empleo que avizora la expansión del TT. Pese 
a las previsiones legislativas (ex arts. 9 y 10 LTAD), los cambios tecnológicos 
asociados al teletrabajo, y las continuas transmutaciones de las competencias 
digitales, bosquejan vínculos disruptivos e inestables, cualificaciones obsoles-
centes, ocupaciones a tiempo parcial, y amortizaciones de puestos fijos. Por 
último, las virtudes ecológicas del TAD, como la redistribución poblacional en 
la “España vaciada”, la menor utilización del coche y de emisión de gases con-
taminantes, son variables de vasta envergadura que dependen de múltiples 
acciones políticas complementarias. 

7) Para finalizar glosaré, a modo de contrapunto analítico, un cuadro de vec-
tores realizadores del TAD en la Administración Pública. Como avanzamos, el 
Estado incoó una normativa del trabajo en remoto para los empleados públicos 
ex RDL 29/2020, de 29 de septiembre26. Su texto modificó la Ley 5/2015, de 
30 de octubre, (TREBEP) y dio carta de naturaleza al teletrabajo mediante un 
anodino art. 47.bis ubicado sistemáticamente en el régimen de la jornada de 
los funcionarios y empleados públicos (capítulo V, arts. 47 y ss). Las compa-
raciones del TAD en el ámbito iuslaboral y Estatal, deben matizarse dadas las 
diferencias estructurales existentes entre dichos sectores, máxime si conside-
ramos el “efecto bola de nieve” que arrastra una ordenación anacrónica de los 
recursos humanos en el conjunto de las administraciones públicas (Universi-
dad inclusive). No obstante, colacionaré una precisión antes de sintetizar las 
ventajas e inconvenientes desde el filtro de la Estatalidad. 

La idea destacable es que su régimen no concibe nuestro objeto como un ins-
trumento de gestión del tiempo de trabajo sino como un medio organizacional. 
Razones de espacio impiden detenernos en este asunto, aunque sí diré que 
el tratamiento del trabajo en remoto en el TREBEP se antoja evanescente por 
utilitarista y remisorio a la par. Hecha la apostilla, la aplicación del TAD en 
los órganos públicos comparte los rasgos idiosincrásicos de dicha categoría 
socio-jurídica. Combina, en efecto, los vectores espaciales, organizacionales, 
funcionales y técnico-instrumentales, empero marca la importante salvedad 
de subrayar (si quiera teóricamente) el valor del componente organizativo. El 
teletrabajo en el sector público requiere planificaciones sistémico-burocráticas 
del mismo, y ello vuelve a ser una variable dependiente de las características 

26	  �Texto de amplia rúbrica (“RDL de medidas urgentes en materia de teletrabajo en las Administracio-
nes Públicas y de recursos humanos en el Sistema Nacional de Salud para hacer frente a la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19”) y muy notable evanescencia en sus códigos regulatorios. 
Vid. al efecto nota nº 14.
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de cada administración. Aparte de la cultura de teletrabajo afianzada orgáni-
camente, requiere por ejemplo análisis mediatos de gestión realizadora y con-
troles evaluadores de resultados, cuyos extremos no suelen materializarse, y, 
menos aún, mediante criterios de transparencia (vid. Mauri Majós, 2021: 56). 

La implementación del TAD en la Estatalidad proyecta paralelismos con los seis 
bloques vectoriales antedichos. La posibilidad de trabajar en remoto en el seno de 
las administraciones aporta, en efecto, flexibilidad organizativa, ahorro de costes 
(energéticos, alquileres) y productividad (focalización funcional de las tareas rea-
lizables, reducción del absentismo). En teoría, aumenta la eficiencia de la gestión 
pública en términos organizacionales, no en vano, se parte “ex ante” de programa-
ciones de objetivos con derivaciones “ex post” en medidas evaluadoras de resulta-
dos. El teletrabajo administrativo agiliza teóricamente la gestión telemática de los 
asuntos, allana las capacidades adaptativas de los negociados y de su personal a 
los requerimientos funcionales y a las demandas sociales, y cataliza las medidas 
actualizadoras de las cualificaciones y las acciones de innovación y renovación 
tecnológica (inversiones en TICs)27. Dicho ello, el teletrabajo de los empleados 
públicos no puede concebirse como una mera permuta espacial (cambiar el des-
pacho por el domicilio) ni de “oxigenación transitoria” (intercalación de días o tur-
nos). Requiere reformas y acciones integrales en el EBEP y replanteamientos de 
las premisas que rigen el funcionamiento del conjunto de cuerpos conformadores 
de la Estatalidad (v.gr. hiatos en las relaciones funcionales entre funcionarios y 
personal administrativo, evaluaciones de desempeño, retribuciones por objetivos, 
evaluables y medibles con independencia del tiempo presencial, “salario emocio-
nal”, etc) (vid. Mellado Ruiz: 2021).

27	  �Sobre el papel, la interconectividad digital facilita a los ciudadanos el acceso informativo e instru-
mental con la administración sin tener que desplazarse personalmente (gestión electrónica), no 
obstante, manejamos una potencialidad de doble faz debido a los frecuentes fallos de acceso a los 
portales telemáticos y la dilución de la atención personalizada. Así las cosas, la implementación 
del teletrabajo en el sector público no puede acometerse sin una serie de presupuestos y elemen-
tos colaterales. La experiencia empírica demuestra bloqueos palmarios en los sistemas de gestión 
telemática, cuyos flujos revierten en la ordenación del trabajo en remoto y el desenvolvimiento del 
mismo. Más bien late la idea de un Leviatán ingobernable que no ceja de atomizar trámites adminis-
trativos, levantando a la vez “muros digitales de auto-protección burocrática
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ESTATAL
Corrección de errores del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medi-
das urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la 
transformación del mercado de trabajo.  Ir a texto

Real Decreto 42/2022, de 18 de enero, por el que se regula el Bono Alquiler Joven 
y el Plan Estatal para el acceso a la vivienda 2022-2025. Ir a texto

Real Decreto 45/2022, de 18 de enero, por el que se establecen determinadas 
cualificaciones profesionales de las familias profesionales Edificación y Obra Civil, 
Electricidad y Electrónica, Energía y Agua y Hostelería y Turismo, que se incluyen 

LEGISLACIÓN 
ESTATAL
AUTONÓMICA
UNIÓN EUROPEA

LEGISLACIÓN 
ESTATAL
AUTONÓMICA

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  E
N

ER
O

 2
02

2

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F19%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-801.pdf&data=04%7C01%7C%7C56aba08b5d91421e715608d9db2f9af5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637781820051149848%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=18E0xwVtf8y3lpwQEoOFJiG0SxOCKqJKpwzf7p4fo2E%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F19%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-802.pdf&data=04%7C01%7C%7C56aba08b5d91421e715608d9db2f9af5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637781820051149848%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=dOJi%2BHbL4CUIo2vlmxelrsr%2Ft7WonN7FwRDZrBk8dic%3D&reserved=0
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en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, y se modifican parcial-
mente determinadas cualificaciones profesionales de las familias profesionales 
Agraria y Energía y Agua, recogidas en el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. Ir a texto

Real Decreto 46/2022, de 18 de enero, por el que se establecen determinadas 
cualificaciones profesionales de las familias profesionales Imagen y Sonido, Infor-
mática y Comunicaciones, Instalación y Mantenimiento, Sanidad, Seguridad y Me-
dio Ambiente y Servicios Socioculturales y a la Comunidad, que se incluyen en el 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, y se modifican parcialmente 
determinadas cualificaciones profesionales de las familias profesionales Seguri-
dad y Medio Ambiente y Servicios Socioculturales y a la Comunidad, recogidas en 
el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales. Ir a texto

Real Decreto 62/2022, de 25 de enero, de flexibilización de los requisitos exigi-
bles para impartir ofertas de formación profesional conducentes a la obtención de 
certificados de profesionalidad, así como de la oferta de formación profesional en 
centros del sistema educativo y de formación profesional para el empleo. Ir a texto

Real Decreto 64/2022, de 25 de enero, por el que se regulan la organización y fun-
ciones de la Comisión de seguimiento del ingreso mínimo vital. Ir a texto

Real Decreto 65/2022, de 25 de enero, sobre actualización de las pensiones del 
sistema de la Seguridad Social, de las pensiones de Clases Pasivas y de otras 
prestaciones sociales públicas para el ejercicio 2022.  Ir a texto 
 
Resolución de 14 de enero de 2022, de la Dirección General del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social, por la que se determinan las prestaciones del sistema de 
la Seguridad Social cuya resolución se podrá adoptar de forma automatizada, los 
criterios de reparto para la asignación a las direcciones provinciales de la ordena-
ción e instrucción de determinados procedimientos, y la dirección provincial com-
petente para reconocer las pensiones cuando sea de aplicación un instrumento 
internacional de Seguridad Social.  Ir a texto 

Orden TES/26/2022, de 20 de enero, por la que se modifica la Orden TMS/368/2019, 
de 28 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, 
por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el 
Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral, en relación 
con la oferta formativa de las administraciones competentes y su financiación, y 
se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas 
destinadas a su financiación. Ir a texto

Orden ISM/40/2022, de 24 de enero, por la que se establecen para el año 2022 
las bases de cotización a la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Es-
pecial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar incluidos en los grupos 
segundo y tercero. Ir a textoJU
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1057
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1058
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1274
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1275
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F26%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-1189.pdf&data=04%7C01%7C%7C6af3442a14e54fe1ba9e08d9e09927fc%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637787770971995578%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=Vr4VvjRbsCxcggOcs1zW7g3qrl8QP%2BWLrkh30LuhH50%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/26/pdfs/BOE-A-2022-1190.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1059
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1317
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Resolución de 17 de enero de 2022, del Instituto Social de la Marina, por la que 
se regula la automatización de ciertos actos y actuaciones en los procedimientos 
para el reconocimiento de determinadas prestaciones del Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. Ir a texto

Resolución de 10 de enero de 2022, de la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado, por la que se modifica la de 1 de julio de 2011, por la que se 
aprueba la adaptación del Plan General de Contabilidad Pública a las entidades 
que integran el sistema de la Seguridad Social. Ir a texto

Resolución de 13 de enero de 2022, de la Secretaría General Técnica, sobre la 
aplicación del artículo 24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y 
otros Acuerdos Internacionales. Ir a texto

AUTONÓMICA
Andalucía
Ley 11/2021, de 28 de diciembre, por la que se regulan los perros de asistencia a 
personas con discapacidad en Andalucía. Ir a texto

Aragón
Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Aragón para el ejercicio 2022. Ir a texto

Asturias
Ley 5/2021, de 23 de diciembre, de primera modificación de la Ley 4/2010, de 29 
de junio, de Cooperativas. Ir a texto

Ley 6/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2022. Ir a texto

Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo 
y Promoción Económica, por la que se aprueba la carta de servicios del Re-
gistro de Convenios Colectivos, Acuerdos Colectivos de Trabajo y Planes de 
Igualdad del Principado de Asturias, dependiente del Servicio de Relaciones 
Laborales. Ir a texto

Illes Balears
Ley 5/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears para el año 2022. Ir a texto

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  E
N

ER
O

 2
02

2

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F25%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-1127.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc1ae0f0d4e404454e59a08d9dfdaab3d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637786952812467064%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=0qPYBfm06haAj%2Fq3WkczjwH3i0itn8prf3D69TcW8tE%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-559
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-858
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.juntadeandalucia.es%2Feboja%2F2022%2F1%2FBOJA22-001-00019-20881-01_00253148.pdf&data=04%7C01%7C%7Cef81f2c6ac454d8946d208d9ce92f73d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637767953027314825%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=4x5E6jqC6k0gFcTzjG5wlkc9c%2BtywM%2FYhtgOxw9mZtA%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F19%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-805.pdf&data=04%7C01%7C%7C56aba08b5d91421e715608d9db2f9af5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637781820051149848%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=v5SkUpmAL9qsgXgugP2qB3%2FA4L89CZS7KTjhICMKbcE%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-862
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-863
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-11366&p_r_p_dispositionReference=2021-11366&p_r_p_dispositionDate=14%2F01%2F2022
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F19%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-807.pdf&data=04%7C01%7C%7C56aba08b5d91421e715608d9db2f9af5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637781820051306058%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=qgUy%2F%2F3sDLzBLdSVXxQQih4MtwFr9qaEZ7WppnmRRU0%3D&reserved=0
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Cantabria
Resolución por la que se modifica el Anexo I de la Orden UMA/47/2019, de 20 
de mayo, por la que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del sistema para la 
autonomía personal y atención a la dependencia en la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. Ir a texto

Corrección de errores al anuncio publicado en el Boletín Oficial de Cantabria nú-
mero 237, de 13 de diciembre de 2021, de Resolución por la que se dispone la 
publicación del calendario de fiestas estatales, autonómicas y locales en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2022. Ir a texto

Catalunya
Ley 1/2021, de 29 de diciembre, de presupuestos de la Generalidad de Cataluña 
para 2022. Ir a texto

Ley 2/2021, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, financieras, administrativas 
y del sector público. Ir a texto

Decreto-ley 26/2021, de 30 de noviembre, de modificación del libro segundo del 
Código civil de Cataluña en relación con la violencia vicaria. Ir a texto

Extremadura
Ley 3/2021, de 30 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Au-
tónoma de Extremadura para el año 2022. Ir a texto

Resolución de 18 de enero de 2022, de la Dirección General de Servicios Sociales, 
Infancia y Familias, por la que se modifica la organización de los servicios sociales 
de atención social básica y del número de profesionales para la prestación de in-
formación, valoración y orientación Ir a texto

La Rioja
Ley 6/2021, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja para el año 2022. Ir a texto

Ley 7/2021, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas para el año 
2022. Ir a texto

Madrid
Resolución de 17 de enero de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se modifica parcialmente la Resolución de 9 de diciembre de 2021, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se declaran las fiestas laborales de ámbito local en 
la Comunidad de Madrid para el año 2022 Ir a textoJU
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https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=368451
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=368388
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-952
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-953
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-954
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1060
http://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2022/180o/22060204.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-340
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-341
http://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20220127/22/i.-comunidad-de-madrid/c%29-otras-disposiciones/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-hacienda-y-empleo


43

Murcia 
Ley 6/2021, de 23 de diciembre, por la que se regula la intervención integral de la 
atención temprana en el ámbito de la Región de Murcia. Ir a texto 

Ley 1/2022, de 24 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia para el ejercicio 2022. Ir a texto

Navarra
ORDEN FORAL 273/2021, de 22 de diciembre, de la consejera de Derechos So-
ciales, por la que se aprueba el Plan de Inspección en materia de Servicios Socia-
les en Navarra, para el año 2022. Ir a texto

Euskadi
NORMA FORAL 6/2021, de 22 de diciembre, por la que se aprueban los Presu-
puestos Generales del Territorio Histórico de Gipuzkoa para el año 2022. Ir a texto

Valencia
DECRET 207/2021, de 23 de desembre, del Consell, de modificació del Decret 
180/2015, de 16 d’octubre, pel qual s’aprova el Reglament d’organització i funcio-
nament del Comité Econòmic i Social de la Comunitat Valenciana.  Ir a texto 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-864
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2022/numero/310/txt?id=799320
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2022/16/0
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2022/01/2200332a.shtml
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogv.gva.es%2Fdatos%2F2022%2F01%2F04%2Fpdf%2F2021_13226.pdf&data=04%7C01%7C%7C09b1fc8090614ee5e53d08d9cf4e7a14%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637768758378716592%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=ZznLuOTLC0napJ%2BVoiVYo7%2BnrqULD99rE5EByQocJA8%3D&reserved=0
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ESTATAL
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del III Convenio colectivo 
para las empresas integradas en la unidad de negocio de Abertis Autopistas de 
España. Ir a texto
 
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el Convenio colectivo del sector de mataderos de aves 
y conejos. Ir a texto
 
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo estatal de las empresas de seguri-
dad para el año 2022. Ir a texto
 
 

NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA
ESTATAL
AUTONÓMICA
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-475.pdf&data=04%7C01%7C%7C4e07dd9c18464ec9fa5408d9d5a8e9a0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637775743870421748%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=Rg6Psth6o5i%2FjmB37xXd8jHEtpUl6LnKB9JJiAmJkMI%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-476.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-477.pdf
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Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo nacional de comercio minorista de 
droguerías y perfumerías. Ir a texto
 
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el IV Convenio colectivo estatal de la industria, las nuevas 
tecnologías y los servicios del sector del metal. Ir a texto	
 
 
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se registra y publica el XXII Convenio colectivo para las sociedades coope-
rativas de crédito. Ir a texto
 
Resolución de 29 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica la actualización para el año 2021 de las tablas salariales 
del III Convenio colectivo de Ilunion Seguridad, SA. Ir a texto
 
Corrección de erratas de la Resolución de 2 de noviembre de 2021, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales para los 
años 2017, 2018, 2019, 2020 y 2021 del XXIV Convenio colectivo para oficinas de 
farmacia. Ir a texto

Resolución de 18 de enero de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo estatal del sector de radiodifusión 
comercial sonora. Ir a texto

Resolución de 18 de enero de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registran y publican las Actas de los acuerdos que aprueban los resultados de 
la valoración de los puestos de trabajo correspondientes al arbitraje del primer y 
segundo semestres de 2014, así como las modificaciones de nivel salarial y defini-
ciones de varias categorías profesionales y la creación de otras nuevas, acuerdos 
derivados de lo dispuesto en el XI Convenio colectivo de la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda. Ir a texto

AUTONÓMICA
Asturias
Resolución de 30 de diciembre de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y 
Promoción Económica, por la que se ordena la inscripción del calendario laboral 
para el año 2022 del Convenio Colectivo del sector Derivados del Cemento, en el 
registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igual-
dad de la Dirección General de Empleo y Formación. Ir a texto
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F01%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-478.pdf&data=04%7C01%7C%7C4e07dd9c18464ec9fa5408d9d5a8e9a0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637775743870421748%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=AlaGYZ4POx04On10CMKUr72%2FM3Rin%2ByKJIsaMeaGsLI%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-479.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-480.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-481.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/01/12/pdfs/BOE-A-2022-482.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1375
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-1376
https://sede.asturias.es/bopa/2022/01/19/2022-00055.pdf
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2 Resolución de 10 de enero de 2022, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del Convenio Colectivo 
del sector Compraventa y/o Reparación del Automóvil, Reparación y Venta de 
Motocicletas del Principado de Asturias en el Registro de Convenios Colectivos, 
Acuerdos Colectivos de Trabajo y Planes de Igualdad dependiente de la Dirección 
General de Empleo y Formación. Ir a texto

Catalunya
RESOLUCIÓ EMT/3860/2021, de 15 de desembre, per la qual es disposa la ins-
cripció i la publicació del Conveni col·lectiu de treball del sector de masses conge-
lades de Catalunya. Ir a texto

RESOLUCIÓ EMT/34/2022, de 3 de gener, per la qual es disposa la inscripció i 
la publicació de l’Acord de la Comissió negociadora del Conveni únic d’àmbit de 
Catalunya del personal laboral de l’Administració de la Generalitat de Catalunya, 
relatiu a la modificació de l’article 20 (codi de conveni núm. 79000692011994). 
Ir a texto

RESOLUCIÓ EMT/3925/2021, de 9 de desembre, per la qual es disposa la inscrip-
ció i la publicació del IV Conveni col·lectiu interprovincial de treball per a oficines 
de farmàcia de Catalunya de les províncies de Girona, Lleida i Tarragona (codi de 
conveni núm. 79100075012013). Ir a texto

Ensenyament privat reglat no concertat de Catalunya, 2010-2015.  Ir a texto 
 
Comerç en general. Ir a texto
 

Extremadura
Resolución de 23 de diciembre de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por 
la que se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colecti-
vos de Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la pu-
blicación del acta, de fecha 29 de noviembre de 2021, suscrita por los miembros 
integrantes de la Comisión Paritaria del “Convenio Colectivo para las Industrias 
Siderometalúrgicas para Cáceres y su provincia” en la que se establece el ca-
lendario laboral para el año 2022 aplicable en el ámbito de actuación del citado 
convenio. Ir a texto

Resolución de 10 de enero de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos 
de Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publica-
ción del texto del Convenio Colectivo para el sector de comercio en general de 
la provincia de Cáceres para los años 2021-2022. Ir a texto

https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2022-00155&p_r_p_dispositionReference=2022-00155&p_r_p_dispositionDate=24%2F01%2F2022
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fportaldogc.gencat.cat%2FutilsEADOP%2FAppJava%2FPdfProviderServlet%3FdocumentId%3D917637%26type%3D01%26language%3Dca_ES&data=04%7C01%7C%7Cef81f2c6ac454d8946d208d9ce92f73d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637767953027384523%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=wkuL5QyLtukm9QzOIGWkDOqrEMbnzYtZLv4jVwAR1qo%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=918493
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=918493
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=918501
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=918722
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbop.diputaciolleida.cat%2Ffaces%2FconsultaF%2Fservlets%2FdonarEdicte%2F%3Fid%3D2022_16_496&data=04%7C01%7C%7C6af3442a14e54fe1ba9e08d9e09927fc%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637787770971995578%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=beYA4FPPkPxzNC76dpYz%2B2Z8RsSUuZbfCMZbgMwBAb8%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fdoe.juntaex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2022%2F70o%2F21064103.pdf&data=04%7C01%7C%7C4e07dd9c18464ec9fa5408d9d5a8e9a0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637775743870577958%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=BDYStRZ3oSl6rtmWtTt2qOdU8UC2Vl2yGC1fEkJLtbA%3D&reserved=0
http://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2022/130o/22060096.pdf
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Murcia
Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la 
que se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de convenio 
colectivo del Sector Empresas Cosecheras y Productoras de Fruta, Uva de Mesa 
y otros productos. Ir a texto
 
Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la 
que se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de la comi-
sión negociadora y tabla salarial para el año 2022 del convenio colectivo del Sec-
tor Confitería, Pastelería, Masas Fritas y Turrones.  Ir a texto	

Encuentra todas nuestras revistas

https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2022/numero/274/pdf?id=799283
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2022/numero/275/pdf?id=799284
http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-comision-social-2/
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TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

JURISPRUDENCIA

DISCRIMINACION
STC 191/2021. Ir al texto 

Recurso de amparo 4121-2020. Promovido por Juan María Urruzola Loinaz res-
pecto de las sentencias de las salas de lo social del Tribunal Supremo y del Tribu-
nal Superior de Justicia del País Vasco y de un juzgado de ese mismo orden juris-
diccional de San Sebastián, que desestimaron su demanda de reconocimiento de 
la situación de gran invalidez derivada de contingencia común. 

Vulneración del derecho a no padecer discriminación por razón de discapacidad: 
STC 172/2021 (diferencia de trato no prevista normativa y carente de justificación 
objetiva y razonable derivada exclusivamente del hecho de haber accedido a la 
situación de jubilación anticipada a causa de la situación de discapacidad). 

STC 192/2021. Ir al texto 

Recurso de amparo 5704-2020. Promovido por don José Antonio Zalacaín Sala-
nueva respecto de las sentencias de las salas de lo social del Tribunal Supremo y 
del Tribunal Superior de Justicia de Aragón y de un juzgado de ese mismo orden 
jurisdiccional de Zaragoza, que desestimaron su demanda de reconocimiento de 
la situación de gran invalidez derivada de contingencia común. 

Vulneración del derecho a no padecer discriminación por razón de discapacidad: 
STC 172/2021 (diferencia de trato no prevista normativa y carente de justificación 
objetiva y razonable derivada exclusivamente del hecho de haber accedido a la 
situación de jubilación anticipada a causa de la situación de discapacidad). 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2FHJ%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F26855&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=Wph216Ei4H%2BEEKDhr56KpH08BgMGi66wnFBrcvj3JFs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F26822&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=5eMSbcdWSxhxL6X4AcmbMtH2cFk2TDn0mv5Jvt%2BQpQA%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2FHJ%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F26853&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=6R3luHTXceoa6tEsbYvYfiLVBK7PtX1tEadLPFlfeMM%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F26822&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=5eMSbcdWSxhxL6X4AcmbMtH2cFk2TDn0mv5Jvt%2BQpQA%3D&reserved=0
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TRIBUNAL 
SUPREMO

JURISPRUDENCIA

COMITE DE SEGURIDAD Y 
SALUD
STS 9-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4846/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4846 
Nº de Recurso: 1253/2019
Nº  de Resolución: 1244/2021  
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Comité de Seguridad y Salud: un 
trabajador que representa al empleador en 
el comité de seguridad y salud de la empre-
sa no disfruta de las garantías en caso de 
despido consistentes en la tramitación de 
expediente contradictorio y en la atribución 
al trabajador de la opción entre readmitir o 
extinguir la relación laboral en caso de im-
procedencia del despido.  

COMPETENCIA DESLEAL
STS 21-12-2021.  Ir al texto

Roj: STS 4922/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4922  
Nº de Recurso: 1090/2019 
Nº de Resolución: 1283/2021  
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Competencia desleal: existen-

cia. Despido disciplinario procedente. Si se 
pacta la prohibición de desempeño de una 
prestación laboral, con mayor razón aún 
deberá evitarse desempeñar el cargo de 
administrador social de una empresa de la 
competencia.  

No procede la aplicación de la doctrina de los 
actos propios. os hechos declarados proba-
dos no revelan la existencia de una conduc-
ta empresarial prolongada en el tiempo que 
tenga suficiente solidez y consistencia para 
que, a partir de la misma, pueda deducirse 
de forma inequívoca y concluyente una ma-
nifestación de voluntad limitativa del ejercicio 
de un derecho. Tan pronto como la sociedad 
de la que era administrador el actor, compi-
tió con la demandada, esta última procedió a 
su despido disciplinario, por lo que no puede 
aplicarse la doctrina de los actos propios  

CONCILIACION VIDA 
FAMILIAR Y LABORAL
STS  21-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4942/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4942  
Nº de Recurso: 64/2020  
Nº de Resolución: 1286/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F997c2277edc920a5%2F20220110&data=04%7C01%7C%7C62d96f9877854f545bba08d9d80e6604%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637778378948487806%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=xIed3MY5ccHLzNw76HLNoD60T6Jil%2Fmk0T7ZI%2Fe8xLw%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F5fa8371cd0554b38%2F20220124&data=04%7C01%7C%7C924fedb322d8478a871608d9e3110054%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637790484511190989%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=vpeVFzYFSH321jzA%2BI3uR8LJ0Q0wdwAVhOSwBKZbdT4%3D&reserved=0
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/11539652d52c2257/20220124
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Resumen: Conciliación vida familiar y labo-
ral: la Agencia Madrileña de Atención Social 
no vulneró los artículos 114 y 163 del con-
venio colectivo aplicable por denegar las 
solicitudes de reducción de jornada y de ex-
cedencia en que se alegaban necesidades 
de conciliación.  

Los derechos del artículo 48 EBEP y del ar-
ticulo 37.6 ET no son derechos absolutos. 
Baste con mencionar que el artículo 37.7 
ET, además de referirse expresamente a 
los criterios que puedan establecer los con-
venios colectivos, hace referencia no solo a 
“los derechos de conciliación de la vida per-
sonal, familiar y laboral de la persona traba-
jadora”, sino asimismo a “las necesidades 
productivas y organizativas de las empre-
sas”. También el artículo 34.8 ET, cuya in-
fracción denuncia igualmente el recurso, 
menciona, no solo “las necesidades de la 
persona trabajadora”, sino también “las 
necesidades organizativas o productivas 
de la empresa”. Tanto el artículo 34.8 ET, 
como el artículo 37.7 ET, remiten, por cier-
to, al procedimiento del artículo 139 LRJS 
para resolver las discrepancias al respecto. 
Y debemos recordar, una vez más, que la 
sentencia recurrida, dictada en un proceso 
de conflicto colectivo, deja expresamente a 
salvo el derecho de impugnación individual 
de cada trabajador. 

DESPIDO COLECTIVO
STS 15-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4791/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4791  
No de Recurso: 196/2021  
No de Resolución: 1276/2021   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Despido colectivo. Causas eco-
nómicas concurrentes e independientes de 

la pandemia COVID-19. El descenso de la 
cifra de ingresos de GTS comenzó en 2018 
antes, del inicio del impacto de la pandemia 
por COVID-19, en línea con la evolución 
sectorial y la crisis del sector de troquelería.  

GTS sufrió pérdidas reiteradas en el tiem-
po y disminuyeron de forma persistente 
sus ingresos ordinarios, lo que evidencia la 
concurrencia de una situación económica 
negativa. Además, se ha producido una im-
portante disminución en la demanda de los 
productos que colocaba en el mercado, lo 
que obligaba a realizar ajustes estructurales 
para reducir la capacidad productiva, redi-
mensionando la actividad de ingeniería, por 
lo que se procedió al cese de la actividad de 
la empresa GTS, dedicada a la actividad de 
ingeniería, la cual tenía la tasa efectiva uni-
taria más elevada, la mayor capacidad pro-
ductiva interna de la división y la mayoría 
de los costes fijos de las empresas de inge-
niería de la división, a fin de conseguir que 
el coste efectivo unitario se redujera por de-
bajo del precio medio de la hora vendida y 
que la capacidad productiva de la unidad de 
negocio de ingeniería se ajustara a la carga 
de trabajo, debiendo concluir que el despi-
do enjuiciado es una medida razonable en 
atención a las graves circunstancias concu-
rrentes, existiendo causas reales y verosí-
miles que legitiman la decisión empresarial 
extintiva de las relaciones laborales. 

STS 15-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4862/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4862 
No de Recurso: 213/2021  
No de Resolución: 1277/2021    
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL  

Resumen: Despido colectivo:  Declaración 
de nulidad con condena a una de las em-
presas codemandadas y absolución del 
resto. Se impugna la absolución de una de 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fd0d524f53794a350%2F20220104&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=R8O2OFCEofe8FqA3cyAKE0H8a%2F%2BkZP9etVdZyYuvLQ8%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Faa7ffae564c2c3d6%2F20220114&data=04%7C01%7C%7C62d96f9877854f545bba08d9d80e6604%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637778378948487806%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=4j4tjYZryDQxM%2Fr4iUx6xZl2G0dHwv9nTIxZ%2B8pgpVg%3D&reserved=0
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las empresas por existir varios pactos que 
la obligan a la subrogación. Se desestima 
recurso. 

STS 15-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4863/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4863 
Nº de Recurso: 117/2021  
Nº de Resolución: 1273/2021 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO  

Resumen: Despido colectivo:  despido co-
lectivo objeto del litigio, que afecta a los 52 
trabajadores del Ayuntamiento de Jaén ads-
critos al servicio de Radio Televisión Pública 
Municipal (Onda Jaén). No discuten los recu-
rrentes la carga económica que para el pre-
supuesto del Ayuntamiento supone el man-
tenimiento del servicio de radiotelevisión, 
ni niegan tampoco la escasa relevancia de 
los recursos externos generados por dicho 
servicio, con lo que no desmienten la concu-
rrencia de causas organizativas con las que 
se persigue la mejor ordenación y más eficaz 
utilización de los recursos públicos.  

STS 15-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4928/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4928  
Nº de Recurso: 195/2021  
Nº de Resolución: 1275/2021    
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Despido colectivo:    Ajustado a 
derecho. Se desestima la nulidad por falta 
de entrega de documentación en período 
de consultas. La documentación puesta a 
disposición permitió a los representantes 
legales de los trabajadores conocer con ex-
haustividad la postura de la empresa y la 
situación económica que padecía, habiendo 
existido una negociación real con propues-
tas y contrapropuestas, cumplimentándose 

el objetivo y finalidad perseguidas en la nor-
mativa de cobertura: la consecución de un 
acuerdo entre las partes, tras ese periodo 
de negociación efectiva.  
Se desestima que los criterios de afectación 
adolezcan de vaguedad e imprecisión.
Se desestima la nulidad por vulneración de 
derechos fundamentales, no concurre dis-
criminación de personas con discapacidad 
ni discriminación por razón de género. Los 
criterios de afectación transcritos en el mo-
tivo anterior, cuya suficiencia ponderamos, 
también aparecen diseñados de forma ob-
jetiva, y siendo que el desvío porcentual de-
rivado se enmarca dentro del entendimien-
to de una composición equilibrada, y que, 
además, los recurrentes no han anudado 
ningún otro indicio o panorama indiciario 
que provoque la inversión de la carga pro-
batoria, procederá mantener la decisión fi-
nal adoptada por la Sala de la AN en esta 
materia.  
No hay vulneración de libertad sindical por 
desproporción en delegados sindicales 
afectados por la medida 
Concurren causas económicas (pérdidas 
continuas desde el año 2.018), organizati-
vas (variación de los servicios a prestar a 
los clientes) y productivas (caída de la de-
mandada, especialmente en los servicios 
que se prestan a las entidades financieras).  

STS 16-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4793/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4793  
Nº de Recurso: 210/2021 
Nº de Resolución: 1281/2021
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA    

Resumen: Despido colectivo:   Causas pro-
ductivas. Existencia:  No ha habido mala fe 
en el periodo de consultas. La documenta-
ción entregada en periodo de consultas es 
la adecuada. . No se vulnera libertad sin-

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/a4842e39ba6099cd/20220114
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F791d0c5d3dd83941%2F20220124&data=04%7C01%7C%7C924fedb322d8478a871608d9e3110054%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637790484511190989%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=LlPaBkoZkcCxJxObYYhjP4zWFbHqyxYUrSIBjdOdTxM%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F000fc19fbad9cd6f%2F20220104&data=04%7C01%7C%7Cab78b7c36db34d93436008d9d29192dd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637772344987783284%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=73kpgZeRqDADUl3U7w7NwVvcxU9DTElFqB%2BMLvJievw%3D&reserved=0
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dical ni derecho a la negociación colectiva. 
Las causas justificativas del ERTE son co-
yunturales, mientras que las que justifican 
el despido colectivo por causas productivas 
son estructurales y algunas diferentes de 
las justificadoras del ERTE. Se han probado 
las causas productivas alegadas. 

DESPIDO OBJETIVO

STS 21-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4860/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4860 
Nº de Recurso: 389/2020  
Nº de Resolución: 1285/2021   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Despido objetivo: corresponde 
al trabajador  la carga de la prueba de la 
existencia o no de representación legal de 
los trabajadores en la empresa, a efectos 
del cumplimiento del requisito exigido en el 
despido por causas económicas, técnicas, 
objetivas o de producción, consistente en 
dar traslado del escrito de preaviso a dicha 
representación.  

ERTE COVID-19

STS 15-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4856/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4856 
Nº de Recurso: 179/2021  
Nº de Resolución: 1274/2021    
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: ERTE COVID-19:    Fuerza ma-
yor COVID. Inexistente. En el supuesto que 
examinamos las circunstancias acreditadas 
por el grupo recurrente no encajan directa-
mente en ninguna de las previsiones que 
el artículo 22 RDL 8/2020 configura como 
constitutivas de la fuerza mayor que el pre-

cepto configura. Con independencia de si la 
intención del grupo fue o no, conseguir una 
suspensión general de todos los contratos 
de trabajo y, posteriormente, ir incorporan-
do total o parcialmente a los trabajadores 
en función de las necesidades de cada 
momento, es lo cierto que no han queda-
do acreditados los hechos indispensables 
para que pueda apreciarse la fuerza mayor 
en todas y cada una de las empresas del 
grupo; ni siquiera contempladas de mane-
ra individual o aislada. Ello no quiere decir 
que pudiera producirse a lo largo de la per-
sistencia de la pandemia un desajuste real 
entre la carga de trabajo y la configuración 
normal de la plantilla de la empresa y que 
tal situación pudiera o no quedar compren-
dida en el ámbito de las causas técnicas, 
organizativas, productivas o económicas 
que, en su caso, pudieran justificar una de-
terminada suspensión de contratos o reduc-
ción de jornada en todas o algunas de las 
empresas del grupo; pero, en modo alguno, 
los hechos acreditados pueden ser conside-
rados como causa de fuerza mayor a la luz 
de los indicados preceptos.

STS 16-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4876/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4876  
Nº de Recurso: 209/2021  
Nº de Resolución: 1280/2021    
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: ERTE COVID-19: Los conce-
sionarios públicos pueden presentar un 
ERTE por fuerza mayor del artículo 22 RDL 
8/2020, sin perjuicio del derecho a solicitar y 
obtener, en su caso, el restablecimiento del 
equilibrio económico del contrato previsto 
en el artículo 34 RDL 8/2020. Ambas cosas 
son compatibles, sin que la solicitud de res-
tablecimiento del equilibrio económico del 
contrato público suspendido constituya una 
medida prioritaria, alternativa y excluyente 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F7dbc22ff1189ff6e%2F20220114&data=04%7C01%7C%7C62d96f9877854f545bba08d9d80e6604%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637778378948487806%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=MSpFmQtm730qjThbCgNynHLNXuc2dJIuB%2BVZZ5kyIGo%3D&reserved=0
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de la posibilidad de acudir a un ERTE por 
fuerza mayor para suspender los contratos 
de trabajo del personal originariamente ads-
crito a la ejecución del contrato.  
Reitera doctrina:  SSTS del Pleno 83/2021, 
25 enero 2021 (rec. 125/2021) y 1134/2021, 
18 noviembre 2021 (rec. 178/2021)  

STS 17-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4874/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4874  
Nº de Recurso: 182/2021  
Nº de Resolución: 1282/2021    
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: ERTE COVID-19: Al hilo de una 
suspensión temporal de contratos de tra-
bajo como consecuencia de la pandemia 
(ERTE)     el plazo para resolver el recurso 
de alzada interpuesto por la empleadora, 
a la que se había negado la concurrencia 
del presupuesto de hecho para considerarla 
ajustada a Derecho, no se vio afectado por 
la suspensión albergada en el Real Decre-
to 463/2020 por el que se declaró el estado 
de alarma.    , pero sí, por así establecerlo 
expresamente su Disposición Adicional Oc-
tava, tras el RDL11/2020, de 31 de marzo. 

EXCEDENCIA FORZOSA

STS 14-2-2021. Ir al texto

Roj: STS 4927/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4927  
Nº de Recurso: 520/2019  
Nº de Resolución: 1259/2021  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen Excedencia forzosa: debe consi-
derarse como un despido la decisión de la 
Empresa Municipal de la Vivienda y Suelo 
de Madrid (EMVS) de denegar la reincorpo-
ración al puesto de trabajo tras una exce-

dencia forzosa por desempeño de un cargo 
público, cuando el trabajador ha dedicado 
parte de ese tiempo en excedencia forzosa 
a trabajar, con un contrato laboral, para otra 
empresa. la negativa al reingreso finalmen-
te adoptada tras la petición de reingreso de 
la última de las excedencias para el ejerci-
cio de cargo público, cuando no se refleja 
elemento ninguno que pudiere atisbar una 
eventual inexistencia de causa válida o con-
currencia de incompatibilidad en ese perio-
do- ni tampoco en el que le precedió-, es 
constitutiva del despido improcedente 

GARANTIA DE INDEMNIDAD 

STS 12-1-2022.  Ir al texto 

Roj: STS 81/2022 - ECLI:ES:TS:2022:81  
Nº de Recurso: 579/2019  
Nº de Resolución: 26/2022  
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA  

Resumen: Garantía de indemnidad: despi-
do nulo, por vulneración de la garantía de 
indemnidad, el cese de un trabajador inde-
finido no fijo al que, tras serle reconocida 
esta condición, se le adscribe a una plaza 
de personal funcionario. Reclama en vía ju-
dicial que se le adscriba a una plaza de per-
sonal laboral, produciéndose su cese, jus-
tificado por la Xunta de Galicia en el hecho 
de que la plaza se ha cubierto reglamenta-
riamente por personal funcionario.  Corres-
pondía a la Xunta de Galicia acreditar que el 
cese fue ajeno a todo propósito de represa-
lia o de lesión de un derecho fundamental, 
y esa prueba desactivadora de los indicios 
de vulneración no se ha logrado, por cuan-
to no es lícito desconocer la existencia de 
un litigio pendiente sobre el reconocimiento 
del derecho del actor a ocupar una plaza de 
personal laboral, adscribiéndole a una plaza 
de funcionario cuya adjudicación posterior 
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se utiliza como cobertura para extinguir una 
relación laboral declarada indefinida en vir-
tud de sentencia firme.  

INTERESES

STS 15-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4924/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4924  
Nº de Recurso: 4672/2018 
Nº de Resolución: 1270/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  
Resumen: Intereses:  La cuestión que se 
plantea    es si el devengo de intereses se 
rige por el artículo 287.4 e) LRJS o por el 
artículo 576 LEC.  
El trabajador, parte recurrida en el actual re-
curso, fue ejecutante contra el Ayuntamien-
to de Sevilla, en ejecución firme de despido.  
De conformidad con la disposición final 
cuarta de la LRJS, debe aplicarse el artículo 
287.4 e) LRJS y no el artículo 576 LEC  

LIBERTAD SINDICAL

STS 21-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4869/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4869  
Nº de Recurso: 143/2020  
Nº de Resolución: 1293/2021    
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO  

Resumen: Libertad sindical. Vulnera el de-
recho de libertad sindical la actuación de 
la empresa, consistente en mantener reu-
niones para tratar cuestiones que afectan 
a las relaciones de trabajo con trabajado-
res de unos centros de trabajo que dispo-
nen de comité de empresa, sin que hayan 
participado los representantes unitarios de 
los mismos.  Se confirma la indemnización 
de 6.000 euros por la vulneración de la li-
bertad sindical. 

PAGAS EXTRAORDINARIAS

STS 19-1-2022.  Ir al texto 
Roj: STS 84/2022 - ECLI:ES:TS:2022:84  
Nº de Recurso: 479/2019  
Nºde Resolución: 44/2022   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Pagas extraordinarias:  una vez 
prorrateadas las gratificaciones extraordi-
narias en contra de la prohibición conven-
cional, la consecuencia es que la empresa 
debe abonar dichas gratificaciones, aunque 
el convenio colectivo no haya establecido 
de forma expresa esa consecuencia.    Se 
reconoce el derecho a percibir las gratifica-
ciones extraordinarias si se incumple la pro-
hibición del convenio colectivo de prorra-
tearlas, aun cuando dicha consecuencia no 
esté expresamente prevista en el convenio  

PLANES DE IGUALDAD

STS 9-12-2021. Ir al texto 

Roj: STS 4795/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4795  
Nº de Recurso: 76/2020  
Nº de Resolución: 1240/2021    
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL  

Resumen: Planes de igualdad: se alega que 
el ajuste de la base salarial para el cálculo de 
los incentivos constituye un incumplimiento 
del Plan de Igualdad, puesto que solo pre-
vé el ajuste de los objetivos, debiendo abo-
narse el 100% del bonus en cuanto se al-
canzan los objetivos adaptados, sin merma 
alguna respecto de quienes tienen jornada 
completa. Pero ello no resulta del art. 37.6 
ET como bien señala la sentencia recurrida, 
en tanto que advierte que la reducción de 
jornada comporta la reducción de la parte 
proporcional del salario, y la Disposición 4.2 
del Plan, contempla tal reducción salarial, 
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sin mejora ni matiz alguno respecto para la 
retribución variable.  

Reducir objetivos, pero no la base salarial 
supondría una mejora significativa respec-
to a la previsión legal, que no es objeto del 
presente procedimiento, ni la literalidad del 
Plan permite presumirlo.  

Lo peticionado en los escritos de demanda 
es que se declare el derecho de quienes 
disfrutan de jornada reducida - con indepen-
dencia de que dicho personal sea hombre o 
mujer-, a que sus objetivos se reduzcan en 
igual proporción, pero no así “la base total 
de incentivos”, con alusión a que la base 
salarial para su cálculo no ha de verse mer-
mada; así como que se declare que la em-
presa incumple el Plan de Igualdad por no 
establecer estos objetivos adaptados; y ello 
es lo que resuelve la sentencia recurrida, 
al estimar que los objetivos constan adap-
tados, atendiendo a la literalidad del Plan 
de Igualdad, en interpretación conforme a 
los cánones previstos en los arts. 3.1 1281, 
1282 y 1283 CC, que en modo alguno se 
muestra irrazonable o ilógica. Y atendien-
do a la referida pretensión, resultan ajenas 
al presente procedimiento las alegaciones 
de discriminación indirecta vertidas por 
el recurrente, pues la dimensión de géne-
ro que no niega la sentencia de instancia 
ciertamente deviene inhábil para modificar 
la pretensión, concediendo aquello que no 
se ha peticionado, como refleja la sentencia 
de instancia precisando que ello constituiría 
una variación sustancial de las demandas 
(FD tercero).

PRESCRIPCION

STS 14-12-2021.  Ir al texto 

Roj: STS 4923/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4923  
Nº de Recurso: 1869/2019 

Nº de Resolución: 1261/2021  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Prescripción: determinación del 
diez a quo para el cómputo de los plazos de 
prescripción de las faltas muy graves regu-
lados en el art. 60.2 del Estatuto de los Tra-
bajadores. Inicio del cómputo tras la inves-
tigación que permite conocer cabalmente la 
conducta. El cabal y pleno conocimiento de 
la conducta objeto de sanción por parte del 
empleador se produce tras la investigación 
de las conductas irregulares denunciadas 
en nombre de una cliente, y el informe co-
rrelativo. De esta manera, concluida la in-
vestigación el 7.02.2018 (HP 6°) -iniciada 
por mor de la comunicación del 25.09.2017- 
resulta conforme a la doctrina de la Sala y el 
precepto de cobertura ( art. 60 ET) la con-
clusión de la sentencia recurrida aprecian-
do que no habían transcurrido los 60 días 
de la denominada prescripción corta desde 
el 7-2-2018 hasta la notificación de la san-
ción litigiosa a la demandante (19-3-2018) 
ni tampoco los 6 meses de prescripción lar-
ga, desde la denuncia, máxime, como refie-
re, con remisión a la STS de 25-7-2002 “la 
ocultación no requiere actos positivos sino 
que basta que el trabajador-infractor sea 
también responsable de la dilación en el co-
nocimiento de los hechos por la empresa, 
por ser suficiente que el cargo o condición 
profesional de aquél obligue a vigilar y de-
nunciar la falta”.  

RECURSO DE SUPLICACION

STS 19-1-2022.  Ir al texto

Roj: STS 83/2022 - ECLI:ES:TS:2022:83  
Nº de Recurso: 2470/2019  
Nº de Resolución: 46/2022   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 
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Resumen: Recurso de suplicación: El pro-
ceso del artículo 140 LRJS no es el ade-
cuado para que las mutuas impugnen las 
bajas médicas, por lo que cabe recurso de 
suplicación contra las sentencias de ins-
tancia que resuelvan impugnaciones de las 
mutuas sobre bajas médicas  

RELACION LABORAL 
ESPECIAL DEL SERVICIO DEL 
HOGAR FAMILAR

STS 11-1-2022.  Ir al texto 

Roj: STS 61/2022 - ECLI:ES:TS:2022:61  
Nº de Recurso: 2099/2019  
Nº de Resolución: 1/2022   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Relación laboral especial del 
servicio del hogar familiar: nulidad  de la 
extinción del contrato parte recurrida en el 
recurso- que se encontraba embarazada 
en el momento de la extinción, sin que la 
empleadora conociera esa situación de em-
barazo.  

Después del RDL 6/2019 ya no es posible 
afirmar que el legislador ha optado por no 
extender la protección objetiva por emba-
razo a la resolución del contrato durante el 
periodo de prueba, porque en la actualidad 
esa protección objetiva no se circunscribe 
ya únicamente a los supuestos de despido 
objetivo y disciplinario, sino que se proyec-
ta también, de forma expresa, sobre dicho 
periodo de prueba.  

Lógica derivación de lo anterior es que, una 
vez que la protección objetiva del embara-
zo se ha extendido al periodo de prueba, la 
comparación del anterior tratamiento legal 
de la resolución del contrato durante ese 

periodo de prueba tampoco se puede utili-
zar ya para negar que la protección objetiva 
del embarazo se pueda aplicar a la extin-
ción del contrato de trabajo del personal al 
servicio del hogar familiar.  

Debe tenerse en cuenta, por lo demás, que 
la jurisprudencia constitucional y de esta 
Sala Cuarta se había pronunciado sobre la 
resolución del contrato de trabajo de traba-
jadora embarazada durante el periodo de 
prueba (artículo 14.2 ET), pero no sobre 
la extinción del contrato de empleada de 
hogar familiar embarazada (artículo 11 RD 
1620/2011). Y si es claro que la aplicación 
del artículo 14.2 ET excluye la del artículo 
55.5 b) ET, la aplicación del artículo 11 RD 
1620/2011 no excluye la del citado artículo 
55.5 b) ET. 

SUCESION DE EMPRESAS

STS 15-12-2021.  Ir al texto 
	
Roj: STS 4834/2021 - ECLI:ES:TS:2021:4834  
Nº  de Recurso: 4236/2019 
Nº  de Resolución: 1268/2021  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Sucesión de empresas: Existen-
cia: factor o elemento meramente numéri-
co, que ciertamente no alcanza el 50% de 
la plantilla, no ha de erradicar en sí mismo 
el predicado de significativo o relevante, 
cuando, como también sucede en el actual, 
es esencial el personal en el desempeño y 
permanencia de los servicios auxiliares que 
han venido conformando la entidad econó-
mica objeto de sucesión, atendidas las con-
diciones de la prestación y el principio de 
estabilidad en el empleo.  

Se constata la continuidad en la actividad 
objeto de transmisión -servicios auxiliares 
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para la comitente, desarrollados en sus ins-
talaciones-, que, sin embargo, pasa a des-
empeñar parte de la plantilla existente con 
anterioridad por decisión de la empleado-
ra (matizaremos que nada se ha precisa-
do acerca del modo de selección). Pero a 
pesar de esa prolongación o permanencia 
de la propia actividad transferida, la subro-
gación solamente acaece respecto de dos 
de los cinco auxiliares de servicios -que 
efectivamente implicaría un porcentaje del 
40% de la plantilla-, cuando en este caso 
la relevancia y competencia exigibles di-
manan o se focalizan, no en que se trata-

re de personal con tareas de dirección u 
organización, porque aquí las característi-
cas propias del servicio revelan su inexis-
tencia, sino en que ese personal resulta 
fundamental para llevarlo a cabo atendi-
das las condiciones o circunstancias que 
lo conforman.  

La negativa empresarial a la subrogación 
del trabajador demandante que en este 
supuesto se ha producido vulnera aquel 
principio de estabilidad en el empleo y es 
constitutiva, en consecuencia, del despido 
improcedente  
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JURISPRUDENCIA

Sentencia del Juzgado de lo Social nº15 de Madrid
PRESTACIONES SEGURIDAD SOCIAL (I) INGRESO MÍNIMO VITAL

PERPECTIVA DE INFANCIA

Accede a la sentencia

El Juzgado Social nº15 de Madrid estima la pretensión de la solicitante de 
IMV, madre de cinco hijos SS 1249/2021, a la que se había concedido la 
prestación por importe inferior al solicitado al computarse por la entidad ges-
tora las cantidades percibidas hasta el fallecimiento de su cónyuge por ayuda 
por dependencia y prestación familiar. Considera el carácter dinámico de la 
prestación y aplica perspectiva de infancia.

JUZGADOS 
DE LO SOCIAL

https://drive.google.com/file/d/1db5FXYyfMfscGEavy-p2aJpltVZZ6RVf/view?usp=sharing
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA

JURISPRUDENCIA

LIBRE CIRCULACION DE TRABAJADORES 
STJUE 27-1-2022.  Ir a texto
«Incumplimiento de Estado — Artículo 258 TFUE — Libertad de circulación de 
capitales  — Obligación de información sobre bienes o derechos poseídos en 
otros Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo 
(EEE) — Incumplimiento de esta obligación — Prescripción — Sanciones» 
En el asunto C788/19, que tiene por objeto un recurso por incumplimiento inter-
puesto, con arreglo al artículo 258 TFUE, el 23 de octubre de 2019, 

Comisión Europea, representada inicialmente por las Sras.  C.  Perrin, N.  Gos-
sement y M. Jáuregui Gómez, en calidad de agentes, y posteriormente por las 
Sras. Perrin y Gossement, en calidad de agentes, parte demandante, contra Reino 
de España, representado por los Sres. L. Aguilera Ruiz y S. Jiménez García, en 
calidad de agentes, el Tribunal de Justicia (Sala Primera) decide: 

1)  Declarar que el Reino de España ha incumplido las obligaciones que le in-
cumben en virtud de los artículos 63 TFUE y 40 del Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, de 2 de mayo de 1992: 

	◗     �al disponer que el incumplimiento o el cumplimiento imperfecto o extem-
poráneo de la obligación informativa relativa a los bienes y derechos 
situados en el extranjero tiene como consecuencia la imposición de las 
rentas no declaradas correspondientes al valor de esos activos como 
«ganancias patrimoniales no justificadas» sin posibilidad, en la prácti-
ca, de ampararse en la prescripción;

◗     �al sancionar el incumplimiento o el cumplimiento imperfecto o extempo-
ráneo de la obligación informativa relativa a los bienes y derechos situa-
dos en el extranjero con una multa proporcional del 150 % del impues-
to calculado sobre las cantidades correspondientes al valor de dichos 

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=248282&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=29274538
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D252823%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1382381&data=04%7C01%7C%7C924fedb322d8478a871608d9e3110054%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637790484511190989%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=5L1%2F6gkQ7i0cpN5S5a7MaHt5WWgJdPFa%2Fp003gMe2no%3D&reserved=0
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bienes o derechos, que puede acumularse con multas de cuantía fija, y 
◗     �al sancionar el incumplimiento o el cumplimiento imperfecto o extem-

poráneo de la obligación informativa relativa a los bienes y derechos 
situados en el extranjero con multas de cuantía fija cuyo importe no 
guarda proporción alguna con las sanciones previstas para infracciones 
similares en un contexto puramente nacional y cuyo importe total no 
está limitado. 

2)  Condenar en costas al Reino de España. 

TIEMPO DE TRABAJO
STJUE 13-1-2022.  Ir a texto 

«Procedimiento prejudicial  — Política social  — Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea — Artículo 31, apartado 2 — Directiva 2003/88/
CE — Ordenación del tiempo de trabajo — Artículo 7 — Vacaciones anuales — 
Tiempo de trabajo — Horas extraordinarias — Cálculo del tiempo de trabajo sobre 
una base mensual — Inexistencia de complemento por horas extraordinarias en 
caso de disfrute de vacaciones» 
En el asunto C514/20, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Bundesarbeitsgericht (Tribunal 
Supremo de lo Laboral, Alemania), mediante resolución de 17 de junio de 2020, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 13 de octubre de 2020, en el procedimiento 
entre  DS y Koch Personaldienstleistungen  GmbH,  el Tribunal de Justicia (Sala 
Séptima) declara: 

El artículo 7, apartado 1, de la Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 4 de noviembre de 2003, relativa a determinados aspectos de la 
ordenación del tiempo de trabajo, a la luz del artículo 31, apartado 2, de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el 
sentido de que se opone a una disposición de un convenio colectivo en virtud de 
la cual, para determinar si se alcanza el umbral de horas trabajadas que da dere-
cho a un complemento por horas extraordinarias, no se computan como horas de 
trabajo realizadas las horas correspondientes al período de vacaciones anuales 
retribuidas disfrutado por el trabajador. 

TRABAJO DE DURACION DETERMINADA
STJUE 13-1-2022.  Ir al texto 

Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo 
Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determina-

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=252133&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=7200047
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D252122%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D7200047&data=04%7C01%7C%7C62d96f9877854f545bba08d9d80e6604%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637778378948487806%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=f5k5hZK1Quomo7k4dunBaDmksy0H%2FKFsOLlAzdiKFvw%3D&reserved=0
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da — Cláusulas 4 y 5 — Contratos de trabajo de duración determinada en el sector 
público — Profesores de religión católica — Concepto de “razones objetivas” que 
justifican la renovación de tales contratos — Necesidad permanente de sustitución 
de personal» 
En el asunto C282/19, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunale di Napoli (Tribunal 
Ordinario de Nápoles, Italia), mediante resolución de 13 de febrero de 2019, reci-
bida en el Tribunal de Justicia el 3 de abril de 2019, en el procedimiento entre YT y 
otros contra Ministero dell’Istruzione, dell’Università e della Ricerca — MIUR, Uffi-
cio Scolastico Regionale per la Campania, el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) 
declara: 

La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada, ce-
lebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/
CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la 
UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse 
en el sentido, por una parte, de que se opone a una normativa nacional que ex-
cluye a los profesores de religión católica de los centros de enseñanza pública 
de la aplicación de las normas que sancionan la utilización abusiva de sucesivos 
contratos de duración determinada, si no existe ninguna otra medida efectiva en 
el ordenamiento jurídico interno que sancione dicha utilización abusiva, y, por otra 
parte, de que la necesidad de una declaración de idoneidad expedida por una au-
toridad eclesiástica para permitir a estos profesores enseñar la religión católica no 
constituye una «razón objetiva», en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, letra a), 
del Acuerdo Marco, puesto que esa declaración se expide una sola vez y no antes 
de cada año escolar que da lugar a la celebración de un contrato de trabajo de 
duración determinada. 
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TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS HUMANOS

JURISPRUDENCIA

DERECHO A LA VIDA
STDH 18-1-2022 Lyubov Vasileva C. Rusia.
Ir al texto

RESUMEN: Derecho a la vida. (art.2 CEDH) 

El caso se refiere al suicidio del hijo del demandante durante su servicio militar 
obligatorio mientras era transferido a una nueva unidad militar después de episo-
dios de novatadas, y la investigación posterior sobre su muerte. En su carta de 
suicidio, explicó que sabía lo que reclutas de alto rango en su nueva unidad harían 
con él por haber denunciado las novatadas, por lo que había decidido suicidarse 
antes de que su nombre y honor fueron mancillados. 

Basándose en el artículo 2 (derecho a la vida) del Convenio, el solicitante se queja 
de que el Estado no proteger la vida de su hijo y realizar una investigación efectiva 
sobre las circunstancias de su muerte; se queja en particular de la supuesta negli-
gencia por parte del ejército de su hijo superiores y de los psicólogos. 

Violación del artículo 2 (derecho a la vida) 
Sin violación del artículo 2 (investigación) 

DISCRIMINACION POR DISCAPACIDAD
STDH 25-1-2022 (Neganovic y otros Vs. Serbia).
Ir al texto

Art 1 P12 • Prohibición de discriminación • Negación discriminatoria a ajedrecistas 
ciegos de premios económicos otorgados a ajedrecistas videntes como reconoci-

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-215137%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-215183%22]}


63

miento deportivo nacional por ganar galardones internacionales similares • Mar-
gen de apreciación considerablemente reducido al establecer trato legal diferente 
para personas con discapacidad • EL “Prestigio” de un juego o un deporte no debe 
depender simplemente de si lo practican personas con o sin discapacidad 

LIBERTAD DE EXPRESION
STDH 11-1-2022 (Freitas Rangel Vs. Portugal).
Ir al texto

Libertad de expresión art.10. Vulneración existente.  
 
Condena y sanción injustificada y desproporcionada de periodista por declaracio-
nes sobre personas jurídicas notorias en audiencia pública de la Comisión Parla-
mentaria: violación 

Hechos – El demandante era un periodista de renombre en Portugal. Fue conde-
nado por el delito de injuria a persona jurídica por declaraciones que había realiza-
do sobre el Colegio Profesional de Magistrados y el Colegio Profesional de Fisca-
les en una audiencia ante la Comisión Parlamentaria de Ética, Sociedad y Cultura 
sobre libertad de expresión y Los medios en Portugal. También fue condenado a 
una multa de 6.000 EUR y al pago de 25.000 EUR a cada una de las asociaciones 
en concepto de daño moral. 

Ley – Artículo 10: La condena del solicitante equivalió a una “injerencia” en el ejer-
cicio de la libertad de expresión del solicitante que estaba “prescrita por la ley” y 
persiguió los objetivos legítimos de protección de la reputación o los derechos de 
otros, así como el mantenimiento de la autoridad del poder judicial. Por lo tanto, la 
cuestión principal que se planteó fue si la injerencia había sido necesaria en una 
sociedad democrática. La Corte respondió negativamente. 

El demandante había hecho las declaraciones impugnadas mientras daba su opi-
nión sobre la libertad de expresión y los medios de comunicación y cómo estos 
eran influenciados por las clases políticas y económicas. Había alegado que las 
asociaciones habían compartido información confidencial con periodistas para 
promover sus objetivos políticos. Esos temas eran asuntos de interés general para 
la comunidad y discutirlos ante el Parlamento formaba parte de un debate políti-
co, un campo en el que normalmente se otorgaría un alto nivel de protección a la 
libertad de expresión, por lo que las autoridades tendrían un estrecho margen de 
apreciación. Además, dado que la sesión parlamentaria estuvo abierta al público y 
hubo periodistas presentes, no fue sorprendente que sus declaraciones hubieran 
sido ampliamente difundidas en los medios de comunicación en los días posterio-
res a su discurso. También había sido entrevistado inmediatamente después de 
la sesión por un periodista que había estado presente durante su discurso y al día 
siguiente había dado una entrevista de seguimiento reiterando su posición. 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-214674%22]}
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Ambas asociaciones eran asociaciones profesionales respetables y conocidas que 
fueron invitadas con frecuencia a presentar sus puntos de vista ante el Parlamento 
sobre propuestas legales en asuntos relacionados con el funcionamiento de la jus-
ticia. Los tribunales nacionales habían asumido que el demandante había hecho 
únicamente declaraciones de hecho que él sabía que eran falsas y difamatorias 
hacia esas asociaciones. Sin embargo, la mayoría de sus declaraciones consistie-
ron en sus opiniones personales, cuya veracidad no era susceptible de prueba. La 
única declaración de hecho en cuestión era su afirmación sobre el intercambio de 
información confidencial, que podría considerarse que habla de una manera más 
general sobre el intercambio de información entre las dos organizaciones. Aunque 
posiblemente sea una formulación exagerada y, por lo tanto, desafortunada, sus 
comentarios podrían interpretarse como una ilustración de una crítica social más 
amplia con respecto a la inapropiada intervención del poder judicial en su conjunto 
en la política y los medios; un tema de interés público que creía que era cierto. 

La protección de la reputación de una persona jurídica no tenía la misma fuer-
za que la protección de la reputación o los derechos de las personas. Además, 
aunque no es un representante electo, el solicitante, al ser un experto invitado 
que presenta sus puntos de vista ante una comisión parlamentaria, debería haber 
disfrutado de un nivel elevado de protección, como ocurría con el discurso parla-
mentario y político. No obstante, el Tribunal de Apelación de Lisboa había basado 
su decisión únicamente en el derecho al buen nombre y reputación de las asocia-
ciones, sin tener debidamente en cuenta ni profundizar en los criterios jurispru-
denciales del Tribunal. Por último, además del efecto disuasorio de la multa penal 
impuesta, que no había sido modesto, las cuantías de las indemnizaciones habían 
sido desproporcionadas con respecto al posible daño causado a la reputación de 
las asociaciones. Sanciones de esta severidad podrían tener un efecto inhibidor 
en el ejercicio de la libertad de expresión de las personas llamadas a participar en 
discusiones sobre asuntos e instituciones de interés público general. 

En consecuencia, los tribunales nacionales no proporcionaron razones relevantes 
y suficientes para justificar la interferencia con el derecho a la libertad de expre-
sión del solicitante y excedieron el margen de apreciación que se les otorgó con 
respecto a las limitaciones en los debates de interés público. Además, no había 
existido una relación razonable de proporcionalidad entre la restricción de su de-
recho y el fin legítimo perseguido. 
Conclusión: violación (por unanimidad) 
Artículo 41: 31 500 EUR por daños materiales 



65

La OIT publicará un nuevo análisis de tendencias sociales y del mercado laboral. 
Ir a texto

Los trabajadores de las plataformas digitales hablan de su experiencia. Ir a texto

La OIT rebaja las previsiones de recuperación del mercado laboral para 2022 
La edición más reciente del informe de la OIT, Perspectivas sociales y del empleo 
en el mundo: Tendencias 2022 advierte de una recuperación lenta e incierta debi-
do a la persistencia de los efectos de la pandemia en los mercados de trabajo del 
mundo. Ir a texto 

Abogo por los derechos de los trabajadores inmigrantes. Ir a texto

La OIT inaugura una nueva base de datos online sobre los acuerdos comerciales 
que incluyen disposiciones laborales 
La nueva base de datos es una amplia fuente de información sobre las disposi-
ciones laborales contenidas en los acuerdos de comercio en cerca de 140 econo-
mías. Ir a texto

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO
OIT NEWS
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https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_833883/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_833883/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/video/video-interviews/WCMS_833909/lang--es/index.htm
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_834129%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7Cb9ead319af584e7a131608d9da6138fd%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637780933681222956%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=dGAQ5XGUWe%2FUxq8RiMkFKeqlELbw4SG0E8ZA03yxsXM%3D&reserved=0
https://voices.ilo.org/es-es/stories/abogo-por-los-derechos-de-los-trabajadores-inmigrantes
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_835892%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C924fedb322d8478a871608d9e3110054%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637790484511190989%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=cHrAbgQK0NyB1WTv0lg8epOPUXhHzye4EIltDmARKX0%3D&reserved=0
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Calendario estadístico
Índice de precios de consumo. Ir a texto
Índice de precios de consumo armonizado. Ir a texto
Estadística del padrón continuo. Datos definitivos. Ir a texto
Nomenclátor: población del padrón continuo por unidad poblacional. Ir a texto
Índices de cifras de negocios en la industria. Ir a texto
Indicadores de actividad del sector servicios. Ir a texto

ADMINISTRACIÓN 
DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD 
SOCIAL

Accede a todas nuestras publicaciones a través nuestra web 
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www.juecesdemocracia.es

https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177012&menu=ultiDatos&idp=1254734710990
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177010&menu=resultados&idp=1254734710990
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148782&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&menu=ultiDatos&idp=1254735576778
http://juecesdemocracia.es
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CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

CINE
El nazismo ejerce una extraña fascinación aprecia-
ble en los numerosos libros, películas y documenta-
les que continúan abundando año tras año en esta 
temática. En lo que se refiere al celuloide, muchos 
han sido y son los episodios ofrecidos en la gran 
pantalla: la represión de los judíos, las vicisitudes de 
Hitler y sus gerifaltes, las batallas, la resistencia, los 
juicios posteriores y los periodos de reconstrucción. 

(110 min.) 2008.
Dirección y guion Dennis Gansel (basado en la nove-
la de Todd Strasser). 
Producción: Constantin film, Rat Pack Filmproduk-
tion, Medienfonds GFP, BA produktion. 
Disponible en Netflix.

La ola

Trailer

https://www.youtube.com/watch?v=64Iv3euFCD0
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JURISDICCIÓN SOCIAL ENERO 2022

Muchas de estas películas dan a entender el establecimiento de un estado policial 
todopoderoso, cuya infraestructura era capaz de excluir todo tipo de disidencia, 
efecto este comprensible, si se repara en que la mayoría están narradas desde la 
óptica del héroe perseguido o de las propias víctimas del Holocausto.

Sin embargo, observamos un gran vacío fílmico en torno a un hecho crucial que 
permitió y desencadenó los acontecimientos posteriores: la notable aquiescencia 
de la mayoría de los ciudadanos alemanes al régimen nazi, impulsado por un parti-
do elegido ampliamente en las elecciones de 1932. Semejante adhesión permitió a 
los nazis impulsar su proyecto sin alcanzar las cotas de terror impuestas por Stalin 
y Beria desde los años 30 o necesitar de la implantación de un modelo de sociedad 
panóptica como ocurriría más tarde en la RDA.

Creo que la única película encontrada sobre esta cuestión es ésta del año 2008, 
basada en los hechos reales acaecidos en un instituto de secundaria de Palo Alto 
en la década de los 60. La historia, que tuvo un seguimiento masivo en los cines 
germanos, narra la participación de los alumnos de un instituto en un proyecto so-
bre la “autarquía” llamado a durar 7 días. Frente a la pregunta de si el nazismo po-
dría revivir en la actualidad, el “enrollado” profesor, alternativo de manual (exokupa 
de Kreuzberg, ecologista y con un coche setentero) estira su libertad de cátedra 
hasta el punto de proponerles vivir y actuar conforme a esa ideología durante esa 
semana. Como se pueden imaginar, lo que comienza como un juego de disciplina 
y acatamiento de símbolos deviene ante los alumnos -y espectadores- en una au-
téntica demostración de poder, control, sumisión a -y represión desde- la ideología 
totalitaria.
 
Cada alumno representa perfectamente los estereotipos más habituales de nuestra 
sociedad y demuestra que no hace falta ser un marginado o excluido social para 
plegar tu obediencia en pos de la fuerza del grupo, aunque éste baile al son de una 
ideología decidida a excluir al diferente. En definitiva, nos encontramos con una 
inquietante reflexión sobre si esta ideología podría o estaría resurgiendo en nuestra 
civilización occidental, pero bajo otros pretextos y banderines.

El contrapunto. Con similares intenciones, aunque en un tono más frívolo, hemos 
de citar a Er ist wieder da (Ha vuelto, Netflix), sátira de 2015 que recrea la rea-
parición de Hitler 70 años más tarde a pocos metros del Bunker donde se habría 
suicidado. Lo que comienza mostrándose al publico como una especie de friki imi-
tador del viejo fantasma acaba copando el interés de la nación hasta alcanzar la 
notoriedad del original. Impagable la escena del dictador con los lideres actuales del 
partido nazi. La obra combina el drama con el género documental y hasta la cámara 
oculta, logrando un resultado inquietante que coincide con el propuesto por La ola. 
El eterno retorno que diría aquel.

El rincón de la 
conTraCultura

https://www.youtube.com/watch?v=MkGQcw52KQQ
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BLUES/ROCK/SOUL.
LOS TRES COLORES BÁSICOS…

MÚSICA
JURISDICCIÓN SOCIAL ENERO 2022

El rincón de la 
conTraCultura

ESTE MES  
Ray Charles. 
“Genious Loves company” 
(Concord, 2004. Soul).

Muchos conocimos al venerable Ray Char-
les como el desconfiado, aunque sonriente 
vendedor de instrumentos que atiende a 
los atrabiliarios Blues Brothers cuando es-
tos emprenden la que ellos mismos definen 
como una misión de Dios. Los que hoy te-

nemos 50 no sabíamos que detrás de esa 
imagen latía el mayor genio del Soul. Para 
alguna voz autorizada (Sinatra) tal dignidad 
debiera incluso de trascender a la música 
en general.

Ray nació en su inmortalizada Georgia, 
para la que compuso el que podría tener-
se por su himno no oficial (Georgia on my 
mind). Ciego antes de los 10, quedó en-
vuelto para siempre en los sonidos que pro-
porcionaba su aparato de radio, meciendo 
su juventud a base de blues y góspel. De 
hecho, sus primeras composiciones con-
seguían una extraña y poco comprendida 
mezcla de aquellos elementos, perfecta-
mente opuestos en propósito, aunque esti-
lísticamente tan cercanos.

Su producción discográfica resulta ingen-
te, con una importante nómina de recopi-
latorios editados tras su fallecimiento en 
2004, momento en que se produce un es-
timable Biopic premiado con dos Oscar 
(sonido y actor). El LP que aquí presenta-
mos es de ese mismo momento final, en 
el que la ya fatigada voz de Charles se 
acompaña de artistas que lo reconocen 
como maestro e inspirador de sus carre-
ras. En esta nómina está Elton John, qui-
zá el más importante de sus epígonos, y 
del que nos ocuparemos a continuación.

https://www.youtube.com/watch?v=uR0_CnwqAQ0
https://www.youtube.com/watch?v=uR0_CnwqAQ0
https://www.youtube.com/watch?v=jVHCQfcugdw
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ESTE MES 
Elton John 
“Goodbye Yellow brick road” 
(1973. MCA. Glam Rock).

El indiscutible número 1 de la balada 
pop editó lo que podríamos considerar 
su obra cumbre entre 1968 y 1973, acu-
mulando 7 LP’s en los que fue desovan-
do todo el repertorio acumulado con su 
compinche Taupin. Lo que vino después 
no merece mayor mención, a salvo de 
su talento para la bronca con Keith Ri-
chards, verdadera némesis del pianista, 
quien describió a Elton como un fulano 
que solo había demostrado talento para 
componer canciones a rubias muertas.

Hace poco tuvimos ocasión de ver el bio-
pic de Elton John (Rocketman) protago-
nizado por Taron Egerton, donde pudimos 
comprobar cómo para el propio artista su 
mejor época es la que se cierra con este 
Goodbye Yellow Brick road (1973), y ello 

al haber incluido en la BS del film a 4 de las 
5 baladas más importantes de su carrera 
(solo faltaría Don’t let the sun go down 
on me, que es del año siguiente, 1974, 
Caribou). Así, dejando fuera el caramelito 
de Disney (si te gusta el Rey León tampo-
co hace falta que lo vayas contando por 
ahí), debemos hablar de Your song, Roc-
ket man, Candle in the wind y la que da 
título a este LP, posiblemente la menos 
conocida, al tiempo que la mejor valorada 
por la crítica. No resulta extraño que el 
guion de Rocketman, pese a sostener el 
título del film en la balada de 1972 (inclui-
da en Honky Chateau), recurra a Goo-
dbye Yellow Brick road para ambientar 
el punto culminante de la trama. La ver-
sión concebida para la película acredita 
las extraordinarias posibilidades del tema 
para canalizar toda la emotividad del mo-
mento. 

El LP alterna grandiosos cortes con mo-
mentos menos afortunados, debido prin-
cipalmente a las dificultades de Elton 
para acomodar estilísticamente los temas 
rápidos y de medio tiempo. Un vistazo a 
su producción señala que sus resultados 
son mejores cuando recurre a formas 
más clásicas (Crocodile rock, Don’t go 
breaking my heart, I Guess that’s why 
they call it the blues o Saturday’s night’s 
alright for fighting, esta última de Yellow 
Brick), cayendo en la intrascendencia 
cuando se traviste de ropajes pop, reg-
gae u otros registros más sofisticados. 
Sus discos en los años 80 y 90 están sal-
picados de monstruosidades que aquí no 
citaremos para no deshonrar la memoria 
de uno de los discos más maravillosos 
nunca editados.

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES)

El rincón de la 
conTraCultura JURISDICCIÓN SOCIAL ENERO 2022

https://www.youtube.com/watch?v=_AGX5wYKwfw
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ESTE MES 
Brad Mehldau.  
“10 years solo live” 
(Nonesuch, 2015; 
Piano Jazz). 

El rincón de la 
conTraCultura

JAZZ/EXPERIMENTAL

JURISDICCIÓN SOCIAL ENERO 2022

Brad Mehldau es la eter-
na promesa del jazz pia-
no, legítimo heredero de 
Bill Evans, primer apóstol 
de piano trio, aunque sus 
primeras influencias discu-
rrieran por otros derroteros 
más oscuros (Thelonious o 
Bud Powell). No obstante, 
las comparaciones con el 
divino tímido de Plainfield 
le habrían procurado crí-
ticas poco indulgentes de 
algunos sumos sacerdotes.

Aunque Mehldau haya de-
jado para la historia del 
Jazz una apreciable mues-
tra de contribuciones al 

Piano trio (The art of the Trio, hasta 5 volúmenes de 
1996 a 2001), hoy queremos destacar esta producción 
de 2015, en la que el artista expresa su arte en soli-
tario, ofreciendo su interpretación de temas ligeros de 
hoy y de siempre (Get happy, And I love Her, Black-
bird), clásicos (I’m old fashioned, My favourite things) 
y hasta éxitos de las últimas décadas (Smells like ten 
spirit, Dream Bother, Bittersweet symphony). 

Dejaremos aquí una muestra de su capacidad para de-
construir y recomponer temas musicales con la versión 
que hizo del éxito triphopper Teardrop, archiconocido 
por servir de sintonía a una serie de TV. La interpreta-
ción es del festival Jazz de Viena (2010, disponible en 
Youtube), y también se incluye en este recopilatorio. 
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ARTÍCULO 25 
Derecho de los trabajadores a la protección de sus 
créditos en caso de insolvencia de su empleador. 
Puedes acceder a este y otros artículos de la carta social a través de este link:

Todos los trabajadores tienen derecho a la tutela de sus 
créditos en caso de insolvencia de su empleador.
Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de 
los trabajadores a la tutela de sus créditos en caso de 
insolvencia de su empleador, las Partes se comprometen 
a que los créditos de los trabajadores derivados de 
contratos de trabajo o de relaciones laborales sean 
garantizados por una institución de garantía o por 
cualquier otro medio efectivo de protección.

1.	� La autoridad competente podrá excepcionalmente y previa consulta 
con las organizaciones de empleadores y de trabajadores excluir a 
determinadas categorías de trabajadores de la protección prevista en 
esta disposición debido a la naturaleza especial de su relación laboral.

2.	 �Se entiende que el término "insolvencia" será definido por la 
legislación y la práctica nacionales.

CARTA SOCIAL 
EUROPEA
ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 
DEL COMITÉ EUROPEO 
DE DERECHOS SOCIALES 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH
Magistrado especialista del Orden Social. 
Doctor en Derecho Social
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http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/10/Digesto-traducido.pdf
http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/10/Digesto-traducido.pdf
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3.	 �Los créditos de los trabajadores a los que se refiere esta disposición 
deben incluir al menos:

a.	� las reclamaciones de los trabajadores por salarios correspon-
dientes a un período fijo, que no debe ser inferior a tres meses 
en un sistema de privilegios y ocho semanas en un sistema de 
garantía, anteriores a la insolvencia o la terminación de la rela-
ción de trabajo;

b.	� las reclamaciones de los trabajadores por vacaciones pagadas 
adeudadas como resultado del trabajo realizado durante el año 
en que se produjo la insolvencia o la terminación de la relación 
laboral;

c.	� las reclamaciones de los trabajadores por las cantidades adeu-
dadas por otras ausencias retribuidas correspondientes a un 
período determinado, que no debe ser inferior a tres meses en 
régimen de privilegios y ocho semanas en régimen de garantía, 
anteriores a la insolvencia o extinción de la relación laboral.

4.	� Las leyes y reglamentos nacionales pueden limitar la protección de 
los créditos de los trabajadores a una cantidad específica que debe 
ser de un nivel socialmente aceptable.

El artículo 25 de la Carta garantiza el derecho de los trabajadores a la protección 
de sus créditos en caso de insolvencia de su empleador. Los Estados Parte que 
han aceptado esta disposición gozan de un margen de apreciación en cuanto a la 
forma de protección de los créditos de los trabajadores. El artículo 25 no requiere 
la existencia de una institución de garantía específica.
Sin embargo, la protección ofrecida, cualquiera que sea su forma, debe ser ade-
cuada y eficaz, incluso cuando los activos de la empresa no sean suficientes para 
cubrir la remuneración adeudada a los empleados1. Deben existir garantías para 
los trabajadores de que sus créditos serán satisfechos en tal caso2. También debe 
garantizarse la protección cuando los activos de la empresa no justifiquen, por su 
pequeño tamaño, la apertura de un trámite formal.3

Un sistema de privilegios no puede, por sí solo, ser considerado una forma efec-
tiva de protección en situaciones donde no hay alternativa y no puede brindar la 

1	  Conclusiones 2003, Francia
2	  Conclusiones 2012, Irlanda
3	  Conclusiones 2008, Eslovenia
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garantía de protección efectiva, debido a que el empleador ya no tiene activos.4  5

Un sistema de privilegios en el que las reclamaciones que surgen de una relación 
laboral vienen después de los bonos hipotecarios, las ejecuciones hipotecarias de 
activos y los costos de liquidación no proporciona una protección efectiva en virtud 
de este artículo6.
Para demostrar la adecuación de la protección en la práctica, los Estados Parte 
deben, en particular, indicar el tiempo que transcurre en promedio entre la presen-
tación de la reclamación y el pago de las sumas adeudadas7 8, así como el porcen-
taje global de créditos de los trabajadores que son satisfechos por la institución de 
garantía y / o por el conjunto de privilegios9.

Las leyes y reglamentos nacionales pueden limitar la protección de los créditos de 
los trabajadores a una cantidad fija que debe ser de un nivel socialmente acepta-
ble, es decir, no menos de tres meses en un sistema de privilegios y ocho semanas 
en un sistema de garantía. Los créditos de los trabajadores a los que se refiere 
esta disposición deberán incluir al menos las vacaciones pagadas debidas como 
consecuencia del trabajo realizado durante el año en que se produjo la insolvencia 
o la terminación de la relación laboral10.

Excepcionalmente, determinadas categorías de trabajadores podrán quedar ex-
cluidas de la protección prevista en el artículo 25, debido al carácter especial de 
su relación laboral. La evaluación del cumplimiento de las exclusiones se realiza 
caso por caso.

Va en contra de la Carta excluir a los empleados que han trabajado para la mis-
ma empresa durante menos de un año de la protección de insolvencia de su 
empleador.11

En cualquier caso, esto no puede ser motivo de exclusión para los trabajadores a 
tiempo parcial, los trabajadores con contrato de duración determinada y las perso-
nas con contrato temporal12.

4	  Conclusiones 2012, Observación interpretativa del artículo 25, 2012
5	  Conclusiones 2012, Albania
6	  Conclusiones 2003, Bulgaria
7	  Conclusiones 2003, Suecia
8	  Conclusiones 2012, Lituania
9	  Conclusiones 2012, Serbia
10	  Conclusiones 2012, Eslovaquia
11	  Conclusiones 2012, Turquía
12	  Conclusiones 2008, Observación interpretativa del artículo
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